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Prólogo a la 1.ª edición


 Con gran respeto y afecto prologo esta obra prima del Doctor Francisco Eduardo Velázquez Tolsá, que se presenta como obra pionera en el estudio, análisis e investigación del Derecho Administrativo Sancionador en México.

Esta obra constituye un importante tratado sobre esta materia, misma que precisaba de un análisis formal, profundo, completo y de carácter científico, se trata de un verdadero estudio de la actividad administrativa de limitación en México, la cual debe ponerse en consonancia con los principios y valores del Estado social y democrático de Derecho a fin de evitar que a través del «Ius Puniendi» del Estado se lesionen derechos fundamentales de las personas.

La monografía que el Dr. Velázquez Tolsá presenta es un excelente y muy acabado estudio sobre la potestad sancionadora del Estado y el Derecho Administrativo Sancionador con especial referencia al procedimiento de sanción. Esta obra aborda con claridad y precisión todas y cada una de las cuestiones que conforman el régimen jurídico de la acción sancionadora de la autoridad administrativa, la cual pocos juristas mexicanos han abordado.

Para contextualizar, es importante señalar, que el «Ius Puniendi» del Estado se expresa a través del Derecho Penal para los ilícitos penales y del Derecho Sancionador para los ilícitos administrativos. En ambas ramas del Derecho Público es menester tener presente que los principios y valores del Estado social y democrático de Derecho deben tener pleno acomodo y auténtica proyección.

Ello significa que los principios generales del Derecho, especialmente los de legalidad, proporcionalidad, responsabilidad, irretroactividad, presunción de inocencia, debido proceso, mínima intervención o, «favor libertatis» han de normar diversas cuestiones de manera precisa y concreta en el régimen jurídico de la potestad sancionadora y, especialmente, en el procedimiento sancionador.

En materia sancionadora la autotutela declarativa y ejecutiva de la que goza la Administración ha de cohonestarse con la tutela administrativa efectiva en la vía administrativa y en la vía judicial con la tutela judicial efectiva. Esto quiere decir que, en sede jurisdiccional, el principio de ejecutividad de los actos administrativos sancionadores debe modularse bajo los principios constitucionales.

Por ello, el ejercicio del «ius puniendi» debe sujetarse a los parámetros de regularidad constitucional que exige el Estado de Derecho a fin de que constituya un límite a su ejercicio, ya que las autoridades no pueden actuar arbitraria e injustamente hacia los gobernados, por ello, se requiere establecer las reglas, los medios y las acciones concretas y necesarias para ejecutar la actividad pública dentro del marco de legalidad que solamente la ley otorga.  

Por ello, considero que el estudio que el Dr. Tolsá, presenta es un trabajo prolijo sobre el Derecho Administrativo Sancionador Mexicano, que anima al lector español a intentar escrutar algunas de las principales novedades que, en relación con este sector de la actividad administrativa, presenta la reciente Ley de Procedimiento Administrativo Común Español de fecha 2 de octubre de 2015, norma en la que el procedimiento sancionador pierde su naturaleza singular (1) .

En efecto, un tema importante en el Derecho Administrativo Sancionador, de naturaleza procedimental, se refiere a si las reglas que lo disciplinan deben ser las propias del procedimiento común o si debe diseñarse un procedimiento especial, tema que en España se ha resuelto en la reciente normativa a favor de la primera tesis. Ciertamente, la propia exposición de motivos de la reciente Ley Española de Procedimiento Administrativo Común del 2 de octubre de 2015 así lo establece, destacando como una de las principales novedades de su título IV que «… los anteriores procedimientos especiales sobre potestad sancionadora y responsabilidad patrimonial que la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, regulaba en títulos separados, ahora se han integrado como especialidades del procedimiento administrativo común…».

En la nueva Ley Española del Procedimiento Administrativo Común encontramos un grupo de novedades importantes, amén de la naturaleza del procedimiento sancionador, entre las que destacan las medidas provisionales, las notificaciones, las resoluciones en el procedimiento, los recursos, entre otras, mismas que destacan y son desarrolladas brillantemente en el contenido de la obra del Profesor Velázquez Tolsá, con el fin de ser puestas a disposición de los juristas mexicanos y de otros países para su estudio y consulta en beneficio de la práctica profesional en esta rama del Derecho Administrativo.

Tengo el gusto de conocer desde hace varios años atrás al Dr. Francisco Eduardo Velázquez Tolsá, es uno de los profesores y juristas que mejor dominan y exponen el Derecho Administrativo en México, su experiencia académica, profesional, de investigación y docente enriquecen el trabajo que presenta, mismo que trata de conjuntar el derecho positivo, la doctrina, y la jurisprudencia del Derecho Administrativo Sancionador en un volumen basto que desarrolla su contenido.

El magnífico libro que el lector tiene en sus manos ayudará a que nuevas investigaciones sobre aspectos concretos del régimen jurídico de la potestad sancionadora en particular y del Derecho Sancionador en general vean pronto la luz.

En este estudio, las normas reguladoras del Derecho Administrativo Sancionador Mexicano han sido objeto de un minucioso y cabal estudio por parte del Profesor Francisco Eduardo Velázquez Tolsá, a quien felicito con mucho gusto por su magnífico trabajo, una monografía que merece ser estudiada y analizada por todos los especialistas del Derecho Administrativo y también por todos quienes dedican su atención a la investigación en el campo de la actividad sancionatoria del Estado, que junto a la actividad de fomento y de policía conforman la esencia de la actividad administrativa por excelencia.

A Coruña, 15 de junio de 2018

Prof. Dr. Dr. h. c. Jaime Rodríguez-Arana

Catedrático-Director del Grupo de Investigación de Derecho Público Global

Presidente del Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo

Presidente de la Spin Off Ius Publicum Innovatio

Director de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo en Galicia
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	Cfr. RODRIGUEZ-ARANA, J./SENDIN GARCIA, M., «La nueva Ley de procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas y el procedimiento sancionador», en prensa, Actas del XVII Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo, Guayaquil, 8 y 9 de octubre de 2018.
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Presentación


 En México existen diversos juristas que se han abocado al estudio de la potestad sancionadora del Estado o «ius puniendi», limitando su estudio a la materia penal, siendo la doctrina basta en esta materia, esto se debe a la importancia de los bienes jurídicos que se ven afectados —libertad y patrimonio—, pero ninguno se ha ocupado del desarrollo del Derecho Administrativo Sancionador.

El campo del Derecho Administrativo cada vez es más amplio, porque la vida social es dinámica, el desarrollo científico y tecnológico revoluciona a la sociedad y a las relaciones sociales más rápido de lo que se adapta el Derecho, es necesario que la Administración tenga la capacidad jurídica y material para encauzar con éxito la regulación de la sociedad.

Para mantener la armonía social y el cumplimiento normativo, el Estado crea y faculta autoridades para castigar las conductas ilícitas, mediante la imposición de medidas correctivas a los sujetos que han quebrantado la norma.

El Estado Mexicano ha limitado su capacidad creativa para disuadir o convencer al administrado de cumplir con la ley, a la imposición de sanciones, por esa razón es necesario desarrollar un Derecho Administrativo Sancionador que regule a través de derechos, garantías y principios el procedimiento administrativo de sanción.

La obra que se presenta es novedosa y original, porque esta rama del Derecho Administrativo no ha sido explorada por los juristas mexicanos.

Los temas desarrollados en la parte general, se encuentran orientados al ejercicio práctico, se parte de los conceptos establecidos por diversos doctrinarios, para establecer un concepto propio; cada tema se relaciona con diversos criterios del Poder Judicial Federal y con diversas normas como son la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el Código Penal Federal, el Código Nacional de Procedimientos Penales y el Código Federal de Procedimientos Civiles, entre otras, todo ello con el objeto de proporcionar al profesionista de una herramienta práctica que coadyuve en el ejercicio de su labor.

Para su elaboración, se realizó un amplio estudio dogmático y jurídico del Derecho Administrativo Sancionador en el Sistema Jurídico Mexicano y en el Derecho comparado, para la exposición de sus antecedentes, el análisis de diversas corrientes teóricas, de diversos regímenes jurídicos, conceptos generales, técnicos y procesales, todos relacionados con diversas tesis y jurisprudencias emitidas por el Poder Judicial Federal.

La obra consta de diez Capítulos, construidos siguiendo el método analítico, se parte de lo general —concepto y naturaleza del «ius puniendi»— para terminar con el procedimiento disciplinario —en especial—; en el Capítulo I se desarrolla el concepto, origen y evolución del «ius puniendi» del Estado, sus manifestaciones, justificación, competencia, los órganos encargados de su ejercicio y, se concluye con un estudio de Derecho Constitucional comparado —España, Chile, Colombia y Perú—.

En el Capítulo II, se tratan los principios rectores de la potestad sancionadora que regulan su ejercicio y garantizan la protección de los derechos humanos y libertades de los administrados frente a los actos de autoridad, se estudia su marco legal y la influencia del Derecho Penal al Derecho Administrativo Sancionador.

En el Capítulo III, se presenta el tema de Justicia administrativa y Derecho Administrativo, la diferencias entre el proceso y procedimiento administrativo, las peculiaridades del procedimiento administrativo y del procedimiento administrativo sancionador, ambos regulados en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, entre otros temas.

En el Capítulo IV, se expone un estudio integral del Derecho Administrativo Sancionador como una rama del Derecho Administrativo, se precisa su significado, origen, conceptos básicos y dogmáticos, se estudia la sanción administrativa y se precisa su concepto, naturaleza y las clases de sanción que existen.

Son expuestas en el Capítulo V, las actuaciones previas y medidas provisionales anteriores al inicio del procedimiento administrativo de sanción, estableciendo sus alcances y sus consecuencias.

En el Capítulo VI, se define el concepto de procedimiento administrativo de sanción, se precisa su regulación, los órganos facultados y sus ámbitos de aplicación; se explican los principios adjetivos y procedimentales que se traducen en derechos y garantías del presunto responsable en este procedimiento.

En el Capítulo VII, se explican las distintas etapas del procedimiento administrativo sancionador, desde la etapa de inicio hasta su culminación con la emisión de la resolución o en su caso, la configuración de la caducidad del procedimiento o de la prescripción de las facultades de sanción de la autoridad.

Las distintas formas de extinción de la responsabilidad administrativa son expuestas en el Capítulo VIII, se tratan las causas de muerte, pago, amnistía, indulto, condonación, compensación, ley más favorable, prescripción y caducidad, entre otras.

En el Capítulo IX, se exponen los medios de defensa con los que cuenta el particular en contra de la imposición de una sanción, siendo el recurso administrativo y el juicio de nulidad los idóneos y procedentes y, por excepción el juicio de amparo.

Por último, en el Capítulo X, se tocan algunas peculiaridades del procedimiento administrativo disciplinario a la luz de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

La finalidad de esta obra es exponer de manera clara y concreta las diferentes corrientes teóricas, leyes y jurisprudencias vinculadas con esta rama del conocimiento jurídico, con el objeto de contar con una referencia bibliográfica especializada de corte nacional, lo que sin duda será de utilidad para la doctrina mexicana y para los estudios posteriores sobre este campo del Derecho Administrativo.

El autor







Capítulo I Potestad sancionadora del Estado


 Dentro del pensamiento de los diferentes modelos teóricos de las corrientes democráticas que confieren una ideología humanista a los fenómenos políticos, se le atribuye al Estado una concepción instrumental, el Estado se justifica cuando cumple con su fin principal, la organización social, lo que permite desarrollar las actividades humanas y satisfacer las necesidades físicas, intelectuales y morales de cada integrante del grupo social.

Para lograr la organización de la sociedad es necesaria la ejecución de las funciones en las que se divide el poder público, cada función realiza distintas tareas que satisfacen necesidades colectivas.

El poder público es único y para su mejor ejercicio se divide en tres funciones: a) Legislativa; b) Judicial; y c) Ejecutiva o Administrativa; cada una con facultades propias atribuidas por la Constitución.

La función Legislativa es la facultad de libertad configurativa de las normas jurídicas del Estado, limitada por los mandatos constitucionales y el reconocimiento de los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales; la función Judicial se encarga de administrar justicia aplicando la norma al caso concreto; y la función Ejecutiva o Administrativa promulga, ejecuta y cumplimenta las leyes que emanan del Órgano Legislativo.

El ejercicio del poder público bajo sus tres funciones tiene por objeto mantener el orden y garantizar el bienestar de la sociedad, para la consecución del bien común, para que cada integrante de la sociedad esté en aptitud de desarrollar su potencial en todo el campo de lo humano.

Cuando los particulares infringen las leyes, el Estado está en condiciones de aplicar un medio coercitivo contemplado en la ley para sancionar las conductas ilícitas que quebranten el orden social, tiene la autoridad para castigar a los sujetos que infringen las normas y perturban la convivencia social.

Esta autoridad exclusiva del Estado le confiere la facultad para sancionar a los integrantes del grupo social justificada en la necesidad de mantener el Estado de derecho y el control social, de otra forma la desobediencia y la falta de orden provocarán caos en la organización social, lo que impediría la realización de muchas de las actividades humanas, por esta razón, el Estado se encuentra legitimado para adoptar las medidas coercitivas necesarias para sancionar y normar el comportamiento del grupo social a través de la ley.

1.  Concepto

En el ejercicio del «ius puniendi», el Estado manifiesta su poder soberano castigando las conductas ilícitas que alteren el orden social, la facultad de sanción se justifica ante cualquier peligro de los intereses comunes y tiene como fin mantener y/o restablecer el orden social, castigar al responsable y evitar la desobediencia. Si cuenta con la autoridad de ordenar, permitir, inhibir y prohibir, de igual forma cuenta con la autoridad para sancionar, de lo contrario las otras resultan inoperantes. (1) 

El poder sancionador del Estado es genérico, (2)  se ejerce por el Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador, (3)  los que protegen diversos bienes jurídicos con sus propias técnicas, procedimientos y sanciones.

Este poder no se ejerce de manera indiscriminada, se encuentra limitado, como lo ha señalado en diversos criterios el Tribunal Constitucional Español, para que el Estado haga uso del «ius puniendi» sin que lesione la esfera jurídica de los gobernados, ese «imperium» (4)  debe sujetarse a un control de legalidad y seguridad jurídica, límite concreto para su ejercicio.

Para contener y controlar el poder represivo del Estado, se debe limitar el ejercicio a través de la ley, de no ser así el ejercicio del «imperium» desbordaría, la historia de la humanidad nos ha dado incontables ejemplos.

El poder genérico de sanción se ejerce por el Derecho Penal —delitos—, quien sanciona aquellas conductas que dañan o afectan significativamente un bien jurídico tutelado, sin embargo, no es el único recurso punitivo con que cuenta el Estado para resguardar el orden social, existe otro de carácter administrativo —infracciones— encargado de prevenir los ataques leves a ciertos bienes jurídicos.

Los grandes teóricos de la materia argumentan que el auxilio que presta la Administración a los Tribunales es por el exceso de trabajo, el poco personal y las precarias partidas presupuestarias, la función Judicial se vuelve ineficaz e insuficiente, consecuentemente, con el fin de aligerar las cargas de trabajo de la función Judicial, el legislador en uso de su facultad de libertad configurativa transforma delitos en infracciones (despenalización).

La división del «ius puniedi» del Estado, se debe al trabajo desbordado que actualmente presenta la función Judicial, por lo que conviene no recargar en exceso la administración de justicia con ilícitos menores, porque si sólo se dejara en manos de los Tribunales la facultad de sanción del Estado, la función Judicial colapsaría, siendo necesaria una plantilla judicial robusta para hacerse cargo de manera exclusiva del ejercicio de la potestad sancionadora del Estado, lo que es materialmente imposible; algunos autores argumentan que la función punitiva que ejerce la Administración es complementaria y auxiliar de los Tribunales, concluyendo que el poder punitivo del Estado debe constituir un monopolio de la función Judicial.

Otros autores argumentan que la potestad de sanción del Estado no debe ejercerse por la Administración, explican que su competencia sancionadora deviene de la despenalización de conductas que al mutar como ilícitos administrativos requieren de una competencia y un régimen jurídico específico que regulen la función fijando límites a su ejercicio. (5) 

Una teoría explica que la facultad de sanción es única, pero para un mejor ejercicio se divide en el Derecho Penal y en el Derecho Administrativo Sancionador y aunque ambos Derechos tengan diferentes técnicas basadas en los intereses que cada uno protege, cuentan con la misma naturaleza represiva, no obstante, se justifica la división de su ejercicio bajo la teoría de la identidad ontológica que existe tanto entre los delitos y las infracciones como entre las penas y las sanciones, lo que hace posible que los Tribunales o la Administración protejan y tutelen diversos bienes jurídicos.

Para ejercer el «ius puniendi», el Estado encarga a los Tribunales la función Judicial, para que impongan las penas a las conductas delictivas que ponen en peligro inminente o lesionan los bienes jurídicos tutelados por la norma que se consideran axiológicamente de mayor valor.

Siguiendo la teoría de Max Scheler,los valores se pueden jerarquizar, bajo esta óptica tenemos que al Derecho Penal se le han encomendado para su protección y sanción los de mayor jerarquía, derechos fundamentales como la vida, la libertad, la salud y el patrimonio, entre otros. (6) 

A la Administración se le ha encargado la protección de las leyes administrativas y la facultad de castigar su contravención mediante la imposición de sanciones.

Se encuentra integrada por distintos órganos y entidades dependientes de la función Ejecutiva sujetos a un orden jurídico que dan validez a sus actuaciones y los facultan para ejercer la potestad sancionadora. (7) 

De los argumentos señalados resaltan dos elementos comunes: a) el carácter represivo de los órganos encargados de llevar a cabo la función punitiva, reprobando la conducta ilícita e imponiendo una sanción al infractor; y b) la necesidad que la conducta infractora del particular, la sanción y la facultad de sanción de la autoridad se encuentren debidamente establecidos en la ley, para alcanzar la condición legal de validez y fijar los límites de su ejercicio.

Garrido Falla expone que las facultades de la Administración Pública para castigar las infracciones derivan previamente de la ley y su objetivo es mantener o restaurar el orden jurídico perturbado. (8) 

En uno de sus criterios emitidos en materia de la facultad de sanción del Estado, el Tribunal Supremo Español determinó lo siguiente: «…el poder jurídico reconocido por el ordenamiento, cuyo ejercicio exige que se concreten ciertas circunstancias fácticas determinantes del ejercicio del mismo en el plano de la legalidad aplicable…». (9) 

La facultad sancionadora de la Administración debe estar fundada previamente en un cuerpo normativo, lo ideal sería que su reconocimiento estuviera en la Constitución y su regulación en un ordenamiento de carácter secundario, la finalidad es normar debidamente el ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración, siendo imprescindible determinar con precisión los límites a su ejercicio.

Tal es la importancia de estas condiciones que la Convención Americana Sobre Derechos Humanos —Pacto de San José B–32—, celebrada en San José, Costa Rica en noviembre de 1969, establece en su art. 9: «Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la Ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello». (10) 

Para imponer una sanción por la comisión de un ilícito, debe existir una predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes, debe existir una «lex certa» que permita conocer con seguridad y de manera previa las conductas infractoras y sus sanciones.

La Primera Sala de la SCJN determinó en una interpretación del tercer párrafo del art. 14 de la CPEUM, (11)  que dicha garantía constitucional limita a constreñir a la autoridad jurisdiccional a imponer las penas decretadas por una ley exactamente aplicable al hecho delictivo de que se trata, siendo la norma clara en la que se precise la conducta reprochable y la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito. (12) 

La importancia del reconocimiento de la potestad sancionadora de la Administración no radica en determinar su existencia o su justificación a nivel filosófico o doctrinario, sino que ese reconocimiento se encuentre en el orden jurídico, porque al Estado Social de Derecho le es importante contar con la facultad de sanción con límites debidamente establecidos en la ley.

El reconocimiento de la facultad de la Administración para imponer sanciones implica dos garantías: a) que se legitime a la autoridad administrativa para ejercer el poder punitivo que el Estado le ha atribuido a través de la ley; y b) que su ejercicio no constituya una transgresión a los derechos subjetivos de los ciudadanos, por lo que se debe procurar que su ejercicio se realice en lo conducente bajo los mismos principios y derechos que los jueces otorgan en los procesos penales considerando que se trata de procedimientos inquisitorios y represivos que provienen de la potestad de sanción del Estado. (13) 

En México, el Pleno de la SCJN emitió un criterio donde reconoce que el Derecho Administrativo Sancionador y el Derecho Penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado que, tienen el mismo origen, por esa razón en la interpretación constitucional de los principios del Derecho Administrativo Sancionador es dable acudir a los principios que rigen al Derecho Penal en lo conducente. (14) 

Las diferencias sustanciales que existen entre la facultad de sanción de la Administración de la que ejercen los Tribunales son: a) la facultad sancionadora de la Administración no es de naturaleza jurisdiccional, porque es un órgano administrativo y no judicial quien lo ejerce; y b) el bien jurídico que protege la Administración coincide con el del interés público, (15)  no es personal, porque al momento de infringirse una ley administrativa, se afecta a la generalidad, su protección es en beneficio de la sociedad, a diferencia de los bienes que protegen los Tribunales, los que por regla general se encargan de impartir justicia en casos concretos. (16) 

Para ejercer la potestad sancionadora, la Administración cuenta con tres tipos de facultades: a) la facultad de proponer el contenido normativo, se traduce en la determinación de la infracción y de la sanción —facultad de iniciativa y/o facultad reglamentaria—; b) la facultad de imposición de sanciones, que consiste en la aplicación de la sanción administrativa al caso concreto a través de un procedimiento especial tramitado por la autoridad administrativa competente; y c) la facultad de ejecución de sus propias determinaciones, lo que satisface el cumplimiento de la ley. (17) 

La facultad sancionadora de la Administración se define como la competencia otorgada a sus órganos por un ordenamiento jurídico, para imponer sanciones a las acciones y omisiones antijurídicas, con el objeto de mantener el orden público, el Estado de derecho y garantizar a la sociedad el desarrollo correcto y normal de las actividades reguladas y protegidas por las leyes administrativas.

2.  Origen y evolución

Fernández Muñoz señala que la facultad sancionadora se originó en el Estado moderno, (18)  se dice que la acción punitiva del Estado encuentra su fundamento en el período de la Ilustración, con el establecimiento del principio «nullum crimen, nulla poena sine lege» (19)  que regulaba la imposición de sanciones penales en la antigüedad.

Debido a los cambios originados en el pasado y surgido el Estado moderno, la potestad sancionadora fue abandonando las estructuras del antiguo régimen, para evolucionar en sus teorías, conceptos y modelos que actualmente se conocen. (20) 

Dentro de las leyes fundamentales de México encontramos diversos documentos que sirvieron como estructura para el modelo actual de Nación.

Las diferentes Constituciones que han estado vigentes en México, contienen los principios políticos fundamentales como son la forma de gobierno, la estructura orgánica, facultades y competencias de los órganos del Estado y el catálogo de derechos fundamentales de los gobernados.

Para determinar el origen y evolución de la acción punitiva del Estado mexicano, es pertinente encontrar el momento histórico en que nace a la vida jurídica y el momento de su aplicación.

De la historia constitucional de México se desprende que después del movimiento independiente, fueron diversas leyes fundamentales las que determinaron el origen y evolución del Sistema Jurídico Mexicano. (21) 

A principios del siglo XIX la facultad sancionatoria de la Administración se encontraba en el poder de la policía, ejercido por Alcaldes, Gobernadores, Prefectos, Subprefectos, Jueces inferiores o de Paz y en general funcionarios distintos a los de la función Judicial quienes se encargaban de la protección y seguridad de los bienes de las personas, de acuerdo a los reglamentos de policía que en ese tiempo regían, se trata de una potestad sancionadora distinta a la judicial.

En la segunda mitad de ese siglo, debido a las circunstancias imperantes en el país, se consideró la necesidad de reconocer a nivel Constitucional la facultad sancionadora de la Administración y regular su ejercicio en las normas secundarias.

2.1.  Constitución Política de la Monarquía Española de 1812

La Constitución Política de la Monarquía Española fue promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812 y publicada en la Nueva España el 30 de septiembre del mismo año, por Don Fernando Séptimo, Rey de las Españas, bajo una monarquía moderada hereditaria, su contenido reguló la organización del poder del Estado y sus funciones, los derechos, deberes y obligaciones de los ciudadanos españoles. (22) 

La justicia era administrada en nombre del rey, (23)  la facultad punitiva del Estado se encontraba en manos de los Tribunales en las causas del orden civil y penal, (24)  mientras que la ejecución de las leyes y conservación del orden público en general residía en el rey, (25)  en el caso de los Ayuntamientos era a través de la figura del Alcalde que se encargaba de la protección y seguridad de los bienes de las personas y en general del control público al interior de los pueblos, mediante cuerpos policiales a su mando regulados por los reglamentos generales de policía y sanidad del reino. (26) 

2.2.  Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana de 1814

El Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana fue sancionado el 22 de octubre de 1814 en el Municipio de Apatzingán, Estado de Michoacán, una de sus principales fortalezas fue la inclusión de instituciones novedosas y de principios políticos fundamentales como la división del poder, el reconocimiento de la soberanía, el nombramiento de funcionarios a través de un proceso de selección, un catálogo de derechos y obligaciones de los ciudadanos y la estructura orgánica del Estado. (27) 

De tendencia liberal reflejaba en sus postulados el pensamiento de independencia en clara contravención al gobierno monárquico de España; este Decreto sirvió como base para el nacimiento de un país soberano e independiente.

El «ius puniendi» del Estado se encontraba a cargo de los Tribunales, este Decreto determinaba que la facultad de imponer sanciones de carácter civil o penal, estaría a cargo de la función Judicial en primera instancia, a través de dos Fiscales letrados en las materias, (28)  mientras que el Supremo Tribunal de Justicia conocía de las mismas causas en segunda y tercera instancia. (29) 

Al Supremo Gobierno (30)  conformado por funcionarios de la rama administrativa, (31)  se le encargó la observancia de los reglamentos a través del nombramiento de Jueces inferiores denominados Jueces Nacionales de Partido, quienes ejercían la autoridad ordinaria del ramo de justicia o policía para salvaguardar el orden público en cada una de las provincias. (32) 

2.3.  Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824

Después de que el Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano de 1822 perdiera vigencia por la caída del primer emperador del México independiente —Agustín de Iturbide—, originada por las continuas luchas internas, por el descontento popular de su posición imperial, se gestaron las condiciones para que el movimiento republicano iniciara con los trabajos legislativos para promulgar la nueva Constitución de México, con una organización política de República Representativa Federal y un sistema de división de funciones del poder.

Fue promulgada la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos el 4 de octubre de 1824, es conocida como la primera Constitución de México y su principal característica es que consideró a México como una nación independiente. (33) 

Este documento ratificó la división de funciones del poder de la República y delimitó sus facultades y competencias, dejando a cargo de la función Judicial el ejercicio de la facultad punitiva, la imposición de penas por causas civiles o criminales estaba a cargo de los Tribunales de los Estados. (34) 

Al igual que los documentos que la antecedieron, dejó en manos de la función Ejecutiva la facultad de hacer guardar la Constitución, las leyes Generales, Tratados y Decretos, (35)  concediéndole el poder de ejecutar las acciones necesarias para el cumplimiento (36)  de las leyes, con el objeto de preservar el orden público. (37) 

2.4.  Leyes Constitucionales de 1836

Las Leyes Constitucionales de 1836 fueron expedidas el 15 de diciembre de ese mismo año, como resultado del regreso al poder de Antonio López de Santa Anna, esta Constitución dio inicio a un movimiento social y jurídico que tuvo la intención de reestablecer el Sistema de Gobierno Centralista. (38) 

Este documento se divide en apartados relativos a la organización de las funciones del Poder Supremo, como es la función Judicial de la República Mexicana integrado por Jueces Subalternos, Encargados del despacho de las causas civiles y penales en primera instancia y de Tribunales Superiores de los Departamentos, encargados de los mismos asuntos en segunda y tercera instancia. (39) 

Los Gobernadores se encargaban de conservar el orden público al interior de sus Departamentos (40)  mediante Ordenanzas municipales, Reglamentos Interiores de Policía de los Departamentos (41)  y, a través de la figura del Prefecto, se cuidaba en su Distrito el orden y la tranquilidad pública, mediante el auxilio del ramo policial. (42) 

En los Ayuntamientos donde el número de pobladores no alcanzaba los ocho mil ciudadanos, existía la figura del Juez de Paz, quien bajo el mando de un Subprefecto de su partido y con auxilio de un cuerpo policial ejecutaba las acciones necesarias para resguardar el orden social. (43) 

Los Alcaldes tenían facultades para ejercer el oficio de Conciliador, para tomar determinaciones en los juicios verbales, para dictar providencias urgentes en los asuntos contenciosos que no diera lugar a acudir ante un Juez de primera instancia, para preservar la tranquilidad y el orden público, bajo la instrucción del Subprefecto y, de las autoridades superiores respectivas. (44) 

2.5.  Bases de la Organización Política de la República Mexicana de 1843

Las Bases de la Organización Política de la República Mexicana de 1843, fueron sancionadas por Antonio López de Santa Anna el 12 de junio de ese año, (45)  imponiendo de nueva cuenta un Sistema de Gobierno Centralista y otorgando facultades superiores a la función Ejecutiva, sin importar que correspondieran a las otras funciones, vulnerando el principio de división de funciones del poder reconocido en el texto de la Constitución.

La función Judicial se encargó de la imposición de penas por causas civiles o penales. (46) 

A los Gobernadores se les encargó la preservación del orden en sus Departamentos, (47)  a través del auxilio de cuerpos policiales y de las Asambleas del Gobierno de los Departamentos, facultados para el uso de la fuerza policial y reglamentar su servicio, con el fin de conservar el orden social, garantizar la seguridad pública y auxiliar en la ejecución de los mandatos de las autoridades políticas y judiciales. (48) 

2.6.  Acta Constitutiva y de Reformas de 1847

Este documento fue sancionado por el Congreso Extraordinario Constituyente de los Estados Unidos Mexicanos el 18 de mayo de 1847, jurado y promulgado el 21 del mismo mes y año; restableció el Federalismo y logró que se reconociera el contenido de la Constitución de 1824, en lo relativo a la forma de gobierno —República Popular Representativa—, eliminando todos los artículos referentes a la forma de gobierno Centralista. (49) 

Del contenido del Acta de referencia no se desprende antecedente alguno de la facultad sancionadora del Estado, su finalidad, como se dijo, fue la de restaurar la República y el Federalismo en México.

2.7.  Constitución Política de la República Mexicana de 1857

Después de que los liberales obtuvieran la victoria en la Guerra de Reforma y una vez restaurada la República, el 5 de febrero de 1857 se promulgó la Constitución Política de la República Mexicana, documento reconocido por las instituciones que protege y porque marca el inicio de la modernidad del Estado y de su sistema jurídico.

En el capítulo primero se otorgan y reconocen entre otros derechos: el de libertad, de educación, al trabajo, de petición, de libre asociación, de libre tránsito y se reconocen las garantías de libertad, igualdad y seguridad jurídica entre otras.

En el art. 21 de la Constitución de 1857, se encuentra por primera vez reconocida la potestad sancionatoria y de corrección del Estado, otorgando competencia para su ejercicio a dos tipos de autoridades: a) los Tribunales; y b) a la Administración. (50)  Lo novedoso de este artículo es que la propia CPEUM reconoce y otorga a la autoridad administrativa o política, competencia material y formal para imponer medidas correctivas por las faltas que vulneraran las leyes administrativas; el Constituyente con base en el nuevo esquema de garantías, consideró necesario reconocer la facultad de corrección de la Administración y regular su ejercicio, la que en documentos anteriores, se hallaba de forma dispersa y no contaba con el reconocimiento constitucional.

«Artículo 21. La aplicación de las penas propiamente tales, es exclusiva de la autoridad judicial. La política o administrativa solo podrá imponer como corrección, hasta quinientos pesos de multa, o hasta un mes de reclusión, en los casos y modo que expresamente determine la ley».


Del art. 21 de la Constitución de 1857 se desprenden los siguientes elementos: a) se reconoce de manera tácita el «ius puniendi» del Estado y su monopolio; b) se ejerce por la función Judicial y a la función Administrativa o Política se le dota de la facultad de corrección; c) se materializa aplicando penas o medidas correctivas según el orden de que se trate; y d) la competencia constitucional que se otorga a la autoridad administrativa o política para imponer medidas correctivas, tiene el mismo rango que la de los Tribunales para imponer penas.

Este precepto constitucional reconoce de manera expresa la facultad de corrección de la Administración para hacer cumplir sus determinaciones o hacer cumplir las leyes administrativas, limitando su ejercicio con las garantías contempladas en los arts. 14 y 16 de la misma Constitución, requisitos legales que las autoridades debían cumplir al momento de emitir un acto de molestia a un particular.

2.8.  Estatuto Provisional del Imperio Mexicano de 1865

Al asumir el poder el Emperador Maximiliano de Habsburgo, se impuso una Monarquía Moderada Hereditaria, ejercida por un príncipe católico; (51)  con este hecho se dejó de lado la República Restaurada y se restableció un gobierno centralizado en manos de un Emperador, al que se le concedió el mando y gobierno del país a través de este Estatuto Provisional. (52) 

Maximiliano de Habsburgo expidió el Estatuto Provisional del Imperio Mexicano el 10 de abril de 1865, el que careció de vigencia y de validez.

Este documento estableció la estructura orgánica del nuevo gobierno a cargo de un Emperador, nueve Ministros y un Consejo de Estado que coadyuvaría en la toma de decisiones al interior del gobierno, la administración de los Departamentos se dejó a cargo de los Prefectos y de los Ayuntamientos a los Alcaldes, los que se encargaron de la ejecución de las leyes y del orden público a través de los medios policiales a su servicio; la facultad punitiva la ejercían los Tribunales en las controversias del orden penal. (53) 

Paralelo a la jurisdicción de los Tribunales se otorgó competencia al Tribunal de Cuentas, encargado de la vigilancia de la exacta aplicación del presupuesto y la rendición de cuentas de los funcionarios públicos. (54) 

En este breve período se adoptó de nueva cuenta el régimen policial para salvaguardar el orden público.

2.9.  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917

Después de casi medio siglo y derivado de la situación económica, política y social que acontecía en el país, se originó un movimiento revolucionario que motivó las circunstancias adecuadas para promulgar una nueva Constitución, acorde con la realidad social que se vivía a finales del siglo XIX y principios del siglo XX. (55) 

Las viejas estructuras fueron derrocadas, dándose las condiciones necesarias para fundar la vida institucional y democrática en México.

Después de varias disputas y cruentas batallas, el movimiento revolucionario consiguió la victoria sobre el antiguo régimen, se instauró un nuevo gobierno sobre aquellos que intentaban mantener una forma diferente de gobernar.

Establecido el nuevo gobierno, se dio inicio a los trabajos legislativos a través de un Congreso Constituyente para elaborar el proyecto de lo que sería la actual Constitución Política de nuestro país, una vez concluida y aprobada, fue publicada el 5 de febrero de 1917 en el DOF, la que actualmente se encuentra vigente y que reformó a la Constitución de 1857 de la que retomó gran parte de su contenido.

El texto original del art. 21 de la CPEUM de 1917 señala:


«La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la policía judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél.

Compete a la autoridad administrativa el castigo de las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía; el cual únicamente consistirá en multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará ésta por el arresto correspondiente que, no excederá en ningún caso de quince días.

Si el infractor fuese jornalero u obrero, no podrá ser castigado con multa mayor del importe de su jornal o sueldo en una semana». (56) 



De este artículo se desprende que el Congreso Constituyente rescata parcialmente el texto del art. 21 de la Constitución Política de la República Mexicana de 1857, con una técnica constitucional más refinada en la distinción de funciones, autoridades y medidas punitivas, permanece la potestad genérica del «ius puniendi» del Estado y su monopolio, con la novedad que su ejercicio lo divide en los Tribunales y en la Administración.

El art. 21 de la CPEUM delega de forma exclusiva la facultad de imponer penas a la autoridad judicial y a la autoridad administrativa le otorga facultad para castigar las infracciones a los reglamentos gubernativos y policiales; reconoce constitucionalmente el ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración, lo que facilitó la elaboración de un marco jurídico aplicable al régimen de sanciones de la Administración que regula y limita la actuación de la autoridad administrativa en estos procedimientos a través del otorgamiento de garantías de seguridad jurídica a los ciudadanos.

El replanteamiento del «ius puniendi» del Estado, legítima la facultad sancionadora de la Administración, otorgándole rango constitucional y en igualdad de la que ejercen los Tribunales.

Antes de la Constitución de 1917, la facultad de sanción de la Administración carecía del reconocimiento constitucional, lo cual no impedía su ejercicio porque ésta era llevada a cabo de acuerdo a la forma y medios destinados en ese tiempo.

Tal situación era una irregularidad en la actuación de la Administración Pública, porque ante la falta de una norma que regulara las infracciones, las sanciones, la competencia legal y el procedimiento a seguir, la actuación de la autoridad colocaba en Estado de indefensión a los particulares constriñéndolos ilegalmente a un «derecho represivo prebecariano». (57) 

El régimen represivo para este momento de la historia constitucional, debía ser desterrado de nuestro sistema jurídico en razón del Estado de derecho que esta Constitución planteó, partiendo de las garantías previstas en sus arts. 14 y 16 que hicieron posible un esquema de requisitos legales, al que habrían de sujetarse las autoridades administrativas.

La victoria lograda con el replanteamiento del «ius puniendi» del Estado, es el reconocimiento constitucional de la potestad sancionatoria de la Administración, su competencia para ejercerla y el establecimiento del marco jurídico aplicable para su ejercicio.

Del esquema que propone el art. 21 de esta CPEUM, destacan tres elementos importantes: a) reconoce la potestad sancionadora de la Administración y de los Tribunales con el mismo rango constitucional, igual carácter represivo y con autonomía para ejercer el poder punitivo del Estado, limitado por garantías denominadas de seguridad jurídica; b) la potestad sancionatoria de la Administración y de los Tribunales corresponden a la unidad superior del «ius puniendi» estatal el cual se disgrega en estas dos funciones para alcanzar y tutelar el bien común y la paz social; y c) su reconocimiento permite el control constitucional respecto de los actos que emite la Administración para ejercer su potestad sancionadora, lo que constituye un examen de regularidad para su actuación.

3.  El ius puniendi del Estado

El «ius puniendi» del Estado es la facultad para imponer las medidas correctivas necesarias por la comisión de conductas ilícitas que contravengan las leyes y el orden social; facultad que se divide para un mejor ejercicio del aparato estatal en una potestad punitiva jurisdiccional y en una potestad sancionadora administrativa.

La doctrina explica esta dualidad de la potestad sancionatoria en dos teorías, la primera argumenta que se trata de dos potestades independientes entre sí, con igualdad de rango y con sustantividad propia; la segunda explica que la potestad sancionatoria que ostentan los Tribunales es la potestad originaria y de ella surge la administrativa con rango complementario y auxiliar de la primera.

La primera teoría determina que el «ius puniendi» del Estado se integra por dos manifestaciones, una del orden penal y otra del orden administrativo, ambas se encuentran en igualdad de condiciones y con la misma posición jerárquica, gozan de sustantividad propia y son distintas entre sí, los teóricos explican que estas manifestaciones integran de manera genérica el «ius puniendi» del Estado.

La segunda teoría argumenta que la facultad de sanción es una facultad originaria y exclusiva de los Tribunales, se opone a otorgar jurisdicción ordinaria a jurisdicciones especiales como la Administración; en el caso de que puedan imponer una sanción, únicamente será en un ámbito limitado, complementario y auxiliar de los Tribunales, la potestad de la Administración es sólo reglamentaria y no constituye potestad originaria de castigar como en el caso de los Tribunales.

El Tribunal Constitucional Español, emitió un tercer criterio en el que señala que ambas potestades, jurisdiccional y administrativa, se configuran como ramas o manifestaciones de una unidad superior, es decir, el «ius puniendi» del Estado o el ordenamiento punitivo del Estado, porque siendo afines entres sí comparten el carácter represivo, los principios, reglas y derechos.

Dicha aplicación se ha realizado con tanta frecuencia hasta el punto de que un mismo bien jurídico puede ser protegido por el Derecho Administrativo o por el Derecho Penal. (58) 

Debido a la naturaleza represiva en ambas potestades, los principios pueden ser aplicados de forma común, esto es, los principios desarrollados en el Derecho Penal son aplicables con ciertos matices y modulaciones al Derecho Administrativo Sancionador, porque ambas son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, como se desprende del art. 25 de la Constitución Española cuyo texto precisa lo siguiente:


«Artículo 25.

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad». (59) 



El Tribunal Constitucional Español ha emitido un sin número de criterios, respetando el paralelismo entre las sanciones que impone la Administración con aquellas que impone el Derecho Penal, ambas cuentan con el mismo carácter represor que se deriva del «ius puniendi superior» y hacen uso común de los principios, garantías y normas punitivas que integran el sistema regulador del ejercicio de la función punitiva del Estado. (60) 

La tercera teoría ha sido criticada por diversos teóricos bajo el argumento de que, si se aceptara la teoría de que el «ius puniendi» del Estado es único y superior, éste debería regirse bajo los principios del Derecho Público y de la gestión pública, no bajo los principios del Derecho Penal como una parte de la doctrina establece.

Otros señalan que lo anterior sería imposible porque el Derecho Público hasta ahora no ha desarrollado una teoría útil relativa al «ius puniendi» del Estado, aplicable a todas y cada una de las materias en las que se divide, a diferencia del Derecho Penal que por ser un derecho ampliamente explorado y avanzado cuenta con una superioridad técnica, por esa razón es de aplicación general en los procedimientos de esta clase, siendo recomendable hacer uso de los principios, garantías y reglas del orden penal para el ejercicio del «ius puniendi» del Estado. (61) 

En México, el Pleno del TEPJF determinó que el «ius puniendi» del Estado es único y que la facultad punitiva de los Tribunales y la facultad sancionadora de la Administración son dos manifestaciones de esta unidad punitiva estatal sujeta a una unidad sistémica de normas punitivas, lo anterior se desprende del criterio cuyo rubro señala lo siguiente:


«DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL.

Los principios contenidos y desarrollados por el Derecho Penal, le son aplicables mutatis mutandis, al Derecho Administrativo Sancionador. Se arriba a lo anterior, si se considera que tanto el Derecho Administrativo Sancionador, como el Derecho Penal son manifestaciones del ius puniendi estatal; de las cuales, el Derecho Penal es la más antigua y desarrollada, a tal grado, que casi absorbe al género, por lo cual constituye obligada referencia o prototipo a las otras especies. Para lo anterior, se toma en cuenta que la facultad de reprimir conductas consideradas ilícitas, que vulneran el orden jurídico, es connatural a la organización del Estado, al cual el Constituyente originario le encomendó la realización de todas las actividades necesarias para lograr el bienestar común, con las limitaciones correspondientes, entre las cuales destacan, primordialmente, el respeto irrestricto a los derechos humanos y las normas fundamentales con las que se construye el estado de derecho. Ahora, de acuerdo a los valores que se protegen, la variedad de las conductas y los entes que pueden llegar a cometer la conducta sancionada, ha establecido dos regímenes distintos, en los que se pretende englobar la mayoría de las conductas ilícitas, y que son: el Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador. La división del derecho punitivo del Estado en una potestad sancionadora jurisdiccional y otra administrativa, tienen su razón de ser en la naturaleza de los ilícitos que se pretenden sancionar y reprimir, pues el Derecho Penal tutela aquellos bienes jurídicos que el legislador ha considerado como de mayor trascendencia e importancia por constituir una agresión directa contra los valores de mayor envergadura del individuo y del Estado que son fundamentales para su existencia; en tanto que con la tipificación y sanción de las infracciones administrativas se propende generalmente a la tutela de intereses generados en el ámbito social, y tienen por finalidad hacer posible que la autoridad administrativa lleve a cabo su función, aunque coinciden, fundamentalmente, en que ambos tienen por finalidad alcanzar y preservar el bien común y la paz social. Ahora, el poder punitivo del Estado, ya sea en el campo del Derecho Penal o en el del Derecho Administrativo Sancionador, tiene como finalidad inmediata y directa la prevención de la comisión de los ilícitos, ya sea especial, referida al autor individual, o general, dirigida a toda la comunidad, esto es, reprimir el injusto (considerado éste en sentido amplio) para disuadir y evitar su proliferación y comisión futura. Por esto, es válido sostener que los principios desarrollados por el Derecho Penal, en cuanto a ese objetivo preventivo, son aplicables al Derecho Administrativo Sancionador, como manifestación del ius puniendi. Esto no significa que se deba aplicar al derecho administrativo sancionador la norma positiva penal, sino que se deben extraer los principios desarrollados por el Derecho Penal y adecuarlos en lo que sean útiles y pertinentes a la imposición de sanciones administrativas, en lo que no se opongan a las particularidades de éstas, lo que significa que no siempre y no todos los principios penales son aplicables, sin más, a los ilícitos administrativos, sino que debe tomarse en cuenta la naturaleza de las sanciones administrativas y el debido cumplimiento de los fines de una actividad de la administración, en razón de que no existe uniformidad normativa, sino más bien una unidad sistémica, entendida como que todas las normas punitivas se encuentran integradas en un solo sistema, pero que dentro de él caben toda clase de peculiaridades, por lo que la singularidad de cada materia permite la correlativa peculiaridad de su regulación normativa; si bien la unidad del sistema garantiza una homogeneización mínima». (62) 



La Sala Superior del TEPJF determinó que el poder punitivo del Estado es una entidad absoluta y para un mejor ejercicio se divide en una potestad punitiva jurisdiccional y en una potestad sancionadora administrativa, basada en la naturaleza de los ilícitos que se busca reprimir y sancionar; el orden penal tutela bienes jurídicos de mayor trascendencia mientras que el orden administrativo tutela intereses generales y tiene como fin que la autoridad administrativa lleve a cabo su función, no obstante, ambos coinciden en el objetivo de preservar el bien común y la paz social.

Los principios contenidos y desarrollados por el Derecho Penal le son aplicables «mutatis mutandis» al Derecho Administrativo Sancionador, al ser ambas manifestaciones del «ius puniendi» estatal; de las cuales el Derecho Penal es el que se ha desarrollado en teorías, garantías, derechos, procedimientos, etc., a tal grado que casi absorbió al género, por lo que debe aprovecharse su experiencia para ser tomada en consideración en cualquier procedimiento sancionador.

El poder punitivo del Estado en materia penal o en materia administrativa tiene como fin la prevención de la comisión de ilícitos, esto es, reprimir el injusto en sentido amplio para evitar su proliferación y disuadir su comisión futura.

El Pleno de la SCJN, también estableció que el poder punitivo del Estado, en sus manifestaciones penal o administrativa, además de buscar el orden social, tiene como finalidad directa e inmediata prevenir, suprimir y sancionar los ilícitos, evitando su proliferación y comisión futura.

Lo anterior se desprende del criterio del género y las especies; el género será el «ius puniendi» del Estado, mientras que las especies son la facultad punitiva de los Tribunales y la facultad sancionadora de la Administración, las que provienen de la unidad represora estatal que se fragmenta con base en la naturaleza de los ilícitos que se pretenden sancionar, en ese sentido el criterio que ha sostenido el Tribunal Constitucional de México, coincide con la noción de la unidad superior del «ius puniendi» del Estado, la que da fundamento a la dualidad de manifestaciones en las que se presenta el poder punitivo del Estado mexicano.

Para mejor referencia es oportuno precisar el contenido de la jurisprudencia emitida y aprobada en el Pleno de la SCJN, cuyo rubro precisa lo siguiente:

«DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO. De un análisis integral del régimen de infracciones administrativas, se desprende que el derecho administrativo sancionador posee como objetivo garantizar a la colectividad en general, el desarrollo correcto y normal de las funciones reguladas por las leyes administrativas, utilizando el poder de policía para lograr los objetivos en ellas trazados. En este orden de ideas, la sanción administrativa guarda una similitud fundamental con las penas, toda vez que ambas tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico; en uno y otro supuesto la conducta humana es ordenada o prohibida. En consecuencia, tanto el Derecho Penal como el Derecho Administrativo Sancionador resultan ser dos inequívocas manifestaciones de la potestad punitiva del Estado, entendida como la facultad que tiene éste de imponer penas y medidas de seguridad ante la comisión de ilícitos. Ahora bien, dada la similitud y la unidad de la potestad punitiva, en la interpretación constitucional de los principios del Derecho Administrativo Sancionador puede acudirse a los principios penales sustantivos, aun cuando la traslación de los mismos en cuanto a grados de exigencia no pueda hacerse de forma automática, porque la aplicación de dichas garantías al procedimiento administrativo sólo es posible en la medida en que resulten compatibles con su naturaleza. Desde luego, el desarrollo jurisprudencial de estos principios en el campo administrativo sancionador —apoyado en el Derecho Público Estatal y asimiladas algunas de las garantías del Derecho Penal— irá formando los principios sancionadores propios para este campo de la potestad punitiva del Estado, sin embargo, en tanto esto sucede, es válido tomar de manera prudente las técnicas garantistas del Derecho Penal». (63) 


Tomando en consideración lo determinado en los criterios establecidos por la SCJN y el TEPJF, se concluye que es procedente extraer los principios desarrollados por el Derecho Penal y adecuarlos en lo útil y pertinente a la imposición de sanciones administrativas en lo que no se oponga a las particularidades de éstas, esto es, no en todos los casos los principios penales son aplicables a los ilícitos administrativos, porque no existe uniformidad normativa, sino más bien una unidad sistémica en el que caben toda clase de peculiaridades, esto es, lo específico de cada materia. El hecho que exista unidad sistémica, garantiza una mínima igualdad de los principios rectores de los procedimientos de sanción.

La sanción administrativa es similar a la pena, ambas encuentran su origen en la potestad punitiva del Estado y tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico.

En ambos casos la conducta es ordenada o prohibida bajo el temor de la imposición de una sanción —pena o infracción—.

Dada la similitud y la unidad de la potestad punitiva, el Derecho Administrativo Sancionador puede auxiliarse de los principios penales sustantivos, siguientes: a) de legalidad; b) del «non bis in ídem»; c) de presunción de inocencia; d) el tipicidad; e) de culpabilidad; f) el de prescripción de las sanciones o de las facultades de la autoridad; y g) el de caducidad del procedimiento, entre otros; sin que su traslación pueda hacerse de forma automática, porque la aplicación de dichas garantías al procedimiento administrativo sancionador sólo es posible si son compatibles con su naturaleza.

3.1.  Justificación y fundamento de la potestad sancionadora

El cuidado y restablecimiento del orden jurídico corresponde al Estado mediante el ejercicio de su facultad sancionadora, esto es, el poder coactivo atribuido a determinados órganos para imponer sanciones y/o medidas de seguridad a quienes hayan vulnerado normas jurídicas con un comportamiento irregular.

Este poder coactivo del Estado, es el fundamento de la potestad sancionadora de la Administración, originada en la necesidad jurídica y material del ejercicio de su «imperium» (64)  para la subsistencia del Estado.

Existen diversos criterios que tratan de fundar la potestad sancionadora de la Administración; por una parte, existe una corriente filosófica que ha buscado una justificación a partir del «Ius Naturalismo», (65)  argumentando que el castigo no debe basarse únicamente en el interés general, debe buscar la unión y solidaridad entre los sujetos de la comunidad para lograr la conciencia social y mantener la armonía entre sus integrantes.

El criterio de la Lógica Jurídica señala que el verdadero fundamento del «ius puniendi» se encuentra en el derecho vigente, explica que la facultad de castigar es una manifestación del poder que deriva del derecho a legislar porque la última «ratio» (66)  es el castigo por la inobservancia de la norma jurídica.

El criterio del fundamento de carácter institucional argumenta que la Administración tiene una potestad sancionadora reconocida por un ordenamiento jurídico, es una institución del Estado que requiere de una disciplina reguladora que ayude a conservar el orden en la Administración, sancionando las conductas que vulneren a esta organización, con el objeto de evitar riesgos que afecten el orden institucional.

El criterio del fundamento histórico aboga por la despenalización de conductas para convertirlas en infracciones administrativas, con el objeto de no recargar la función Judicial y para dar inmediación y efectividad a la Administración con mayores facultades y competencias en materia de sanciones.

El criterio del fundamento jurídico explica que la potestad sancionadora de la Administración se origina en la ley, lo que otorga pertenencia a un esquema normativo porque la potestad sancionatoria de la Administración tiene su fuente originaria en la Constitución, mientras que su ejercicio y regulación será desarrollado en las leyes secundarias.

De los distintos criterios que tratan de justificar la naturaleza de la facultad sancionadora de la Administración, existe uno que la explica de forma técnica, argumenta que su ejercicio proviene de la atribución que la norma jurídica le confiere, al atribuirle una potestad ejecutiva cuenta con el poder de mandar y de hacer cumplir sus determinaciones mediante el poder coactivo. (67) 

La tradición legalista vigente en México, determina que el poder estatal debe sujetarse al Estado de derecho, las autoridades jurisdiccionales o administrativas en ejercicio de su potestad punitiva deben someterse al contenido de la norma, de lo contrario su oposición o inobservancia activaría el sistema de control jurisdiccional que la CPEUM prevé para el restablecimiento de la esfera jurídica vulnerada.

La justificación de la facultad sancionadora de la Administración es normativa, debe estar señalada previamente en un ordenamiento jurídico que le otorgue la atribución y regule su actividad.

El poder punitivo de la Administración deviene del reconocimiento de la Constitución, su regulación se encuentra en las normas secundarias, lo que además de legitimarla, la regula, la limita, le da existencia jurídica y la reviste de «imperium» para ejecutarla con el objeto de mantener el orden y la paz social.

4.  Autonomía del Derecho Administrativo Sancionador

La doctrina ha sostenido dos teorías clásicas originadas del punto de vista del Derecho Penal de Policía y del punto de vista del Derecho Penal Administrativo; otras teorías han tratado de explicar la autonomía del Derecho Administrativo Sancionador, argumentando que se le debe reconocer sustantividad, porque es una rama del Derecho Administrativo e independiente del Derecho Penal.

La teoría del Derecho Penal de Policía, considera que las sanciones impuestas por los órganos de la Administración se encontraban fundadas en el ejercicio de la potestad de policía, el cuerpo policial operaba como un medio alternativo a la jurisdicción de los Tribunales, de esta forma la Administración bajo la «cláusula general de policía», justificaba el uso de la facultad sancionadora; el cuerpo policial prestaba servicios de amplio alcance, para cualquier tipo de ilícito, habilitando a la Administración con un poder sancionador genérico.

La actividad de policía se dividía en dos: a) una actividad inicial o de policía preventiva de naturaleza normativa o gestora; y b) otra actividad posterior o de policía represiva, de naturaleza sancionadora y orientada especialmente a suprimir el desorden, restablecer el orden público y sancionar a los culpables del disturbio. Esto es, la actividad de policía desarrollaba dos tipos de actividades, una preventiva y otra represiva o sancionadora, lo que permitía que ejerciera el «ius puniendi» del Estado de forma paralela al ejercicio de los Tribunales. (68) 

Algunos teóricos del Derecho Administrativo trataron de crear una disciplina autónoma integrada por normas que tipificaran y regularan el ilícito administrativo, en el que se incluyeran los delitos y las infracciones o faltas administrativas, a la cual se le denominó Derecho Penal Administrativo.

La teoría del Derecho Penal Administrativo de James Goldschmidt tomó en consideración la problemática del incremento de ilícitos en ese tiempo, para dar una solución, planteó los siguientes postulados: a) la despenalización de algunos delitos; y b) la renovación del concepto de policía y del intervencionismo administrativo, basado en los fines propios de la Administración y el propósito de alcanzarlos mediante una facultad sancionadora propia con el objeto de hacer cumplir los fines establecidos en la norma administrativa.

Bajo ese esquema y ante el incremento de las faltas penales y de infracciones administrativas, el Derecho Penal de Policía trató de solucionar este problema con un Código y un Tribunal de Policía; el Derecho Penal Administrativo propuso la completa despenalización de las infracciones administrativas del esquema de policía y atraerlas al campo del Derecho Penal, para acogerse de su interpretación dogmática y hacer uso de sus técnicas jurídicas sin que implique su total integración a este Derecho, tal situación, colocó en una línea próxima a estos dos campos, el penal y el administrativo.

El ilícito penal administrativo no podía renunciar a su naturaleza administrativa, pero al acogerse al Derecho Penal lo colocaba bajo su tutela técnica y jurídica, la cuestión giraba en torno a qué aparato público debía encargarse su ejercicio, sí a la Administración o a los Tribunales; podría pensarse que sería posible que los jueces se encargaran de tal producto por la influencia del Derecho Penal, lo que no fue posible porque los Jueces Penales inexpertos carecían de la técnica y de la capacidad para asimilar la recepción de una nueva clase de ilícitos, equiparados a los delitos, la tendencia del Derecho Penal Administrativo, simplemente fracasó. (69) 

Ante un ilícito, se debe contar con un régimen jurídico especial, un órgano público encargado y un procedimiento específico para su tramitación, ante la carencia de alguno de estos elementos, se hace imposible su tratamiento porque constituyen las bases del régimen procesal de ese ilícito.

Serra Rojas define al Derecho Penal Administrativo como: «la rama del derecho que se propone un estudio especializado sobre las categorías delictivas y las sanciones que tiene a su disposición el Estado para el aseguramiento del orden público y para lograr el eficaz funcionamiento de los servicios públicos y demás actividades que regulen el interés general». (70) 

Otros autores han desarrollado teorías que distinguen el Derecho Administrativo Sancionador del Derecho Penal, una de las más representativas es la teoría monista, cuyo argumento central consiste en que, no existe una división entre ningún tipo de ilícitos, pero de existir ciertas diferencias, no son esenciales porque dependen de criterios accesorios.

La teoría civilista explica que la sanción administrativa, tiene mayor analogía con la sanción civil que con la penal, por ser el correlativo de las relaciones jurídicas antecedentes.

La teoría penalista, establece que la conducta ilícita de carácter administrativa forma parte del Derecho Penal y que dependerá de la materia que se le otorgue al Código, Penal o Administrativo, para adquirir esa naturaleza y sancionar en la materia otorgada.

Las teorías eclécticas, argumentan que la recepción de los conceptos penales no debe trasladarse de forma íntegra, sino de forma parcial al Derecho Administrativo Sancionador, porque protegen intereses distintos. (71) 

Existe una quinta teoría de carácter original y con un gran objetivo, aboga por la creación de una disciplina denominada Derecho Administrativo Sancionador, la cual explica la existencia de una potestad sancionadora de la Administración diferente de la potestad del orden penal, pero muy cercana a ella, a tal grado que le concede para su ejercicio los medios técnicos jurídicos para que en la medida de lo posible, se maximicen las garantías procesales del particular en el procedimiento administrativo sancionador.

Esta teoría propone una prudente armonización entre el Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador, la que a la fecha no ha presentado problemas de tipo «lege ferenda», (72)  es decir, no se ha presentado la necesidad de activar el poder reformador de la ley para legitimarla; la Constitución y las leyes secundarias han reconocido la distinción entre la potestad sancionadora de la Administración de la potestad punitiva de la función Judicial.

La actividad de sanción que realiza la Administración es materialmente administrativa porque la autoridad que sanciona es un órgano de la Administración que mediante un procedimiento basado en un esquema normativo, impone sanciones de naturaleza administrativa, las cuales podrán ser revisadas «a posteriori» (73)  por los Tribunales jurisdiccionales especializados en materia administrativa.

La actuación de la Administración bajo este procedimiento está sujeta a un esquema jurídico de orden administrativo, la cercanía y rasgos que la caracteriza corresponden al Derecho Administrativo, por lo tanto, el Derecho Administrativo Sancionador es una ramificación de este Derecho y no del Derecho Penal.

La denominación que recibe el Derecho Administrativo Sancionador deviene de su pertenencia al Derecho Administrativo, el carácter de sancionador lo califica como una especie del Derecho Administrativo, es una derivación de la potestad punitiva del Estado auxiliado de los principios, garantías, reglas y valores del Derecho Penal, no obstante, su funcionamiento es autónomo e independiente del orden penal.

La autonomía del Derecho Administrativo Sancionador, es cuestionada por la influencia del Derecho Penal, porque se han importado sus principios, criterios, garantías y otros instrumentos al Derecho Administrativo Sancionador, debido al desdoblamiento procesal y a su carácter garante que por siglos se han desarrollado y han ido enriqueciendo al Derecho Penal.

El auxilio que el Derecho Penal presta al Derecho Administrativo Sancionador, no se desprende de su naturaleza originaria, es de carácter provisional ante la falta de reglas, principios y garantías propias, debe hacer uso de los del orden penal en tanto que se generan los propios, cuando se generen, el auxilio dejara de prestarse porque el Derecho Administrativo Sancionador para entonces, contará con los medios procesales, principios, valores, garantías y derechos que regulen su procedimiento, prescindiendo del orden penal de forma progresiva hasta no ser necesario. (74) 

El uso provisional de los principios penales encuentra su justificación en la necesidad de proveer de garantías y derechos fundamentales al particular frente a la autoridad en estos procedimientos, para impedir una lesión a su esfera jurídica y una transgresión al Estado de derecho que en la actualidad reconoce la dignidad humana como base fundamental de los Derechos Humanos, los que pueden ser oponibles al poder público.

La experiencia que el Derecho Administrativo Sancionador toma del orden penal ha servido para alejarlo del sistema «prebeccariano», (75)  lo ha ayudado a garantizar la tramitación del procedimiento y a solventar algunas lagunas legales que lo viciaban y lo hacían represivo; el camino a la sustantividad del Derecho Administrativo Sancionador es largo, todavía falta mucho por hacer no obstante, el auxilio del Derecho Penal y los matices y modulaciones con los que se ha adaptado; la labor legislativa aún no atiende las cuestiones procesales y garantistas que necesita este Derecho, para dotarlo de herramientas propias que lo lleven a su progreso y a su autonomía.

El auxilio del orden penal a esta rama del Derecho Administrativo, ha servido para la tramitación de su procedimiento y para establecer un sistema de fuentes, principios, garantías y criterios con los que se subsanan las lagunas que en su tramitación se evidencian, esto es, mediante la adaptación de principios punitivos constitucionales, disposiciones expresas de carácter general, sectorial o concretas del orden administrativo sancionador así como reglas de Derecho Administrativo y principios del orden penal, adaptados según sea el caso, los cuales constituyen una base mínima para el Derecho Administrativo Sancionador. (76) 

Se ha superado el umbral de inconstitucionalidad en que se encontraba la potestad sancionatoria de la Administración con el reconocimiento constitucional de esta figura, lo que legitima su ejercicio y lo coloca en una jerarquía de igual a igual con la potestad punitiva que ejercen los Tribunales.

Para nuestro país la solución que se propone para dotar de autonomía al Derecho Administrativo Sancionador, es la de proponer un ordenamiento jurídico procedimental de carácter sancionatorio y de orden administrativo basado en el sistema de fuentes mencionado y con los precedentes jurisprudenciales que hasta ahora existen con el fin de regular sólo un procedimiento administrativo sancionador que homologue todos los procedimientos sectoriales, con lo que se resolverían dos problemas: 1) el conflicto material que se presenta en cada sector que cuenta con su propio procedimiento sancionador; y 2) la multiplicidad de procedimientos de sanción que existen por cada sector, lo que es un exceso.

En México no existe unicidad de un procedimiento sancionador, porque es la propia Ley general la que hace exclusiones en diversas materias, lo anterior puede observarse de manera clara del contenido del art. 1 de la LFPA:


«Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden e interés públicos, y se aplicarán a los actos, procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Federal centralizada, sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados Internacionales de los que México sea parte.

El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos descentralizados de la administración pública federal paraestatal respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el estado preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares sólo puedan celebrar con el mismo.

Este ordenamiento no será aplicable a las materias de carácter fiscal, responsabilidades de los servidores públicos, justicia agraria y laboral, ni al ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales. En relación con las materias de competencia económica, prácticas desleales de comercio internacional y financiera, únicamente les será aplicable el título tercero A.

Para los efectos de esta Ley sólo queda excluida la materia fiscal tratándose de las contribuciones y los accesorios que deriven directamente de aquéllas».



Del artículo referido se desprende que la LFPA se aplica de manera supletoria a todos los actos, procedimientos y resoluciones de la Administración Pública Federal; así como a los organismos descentralizados de la Administración Pública Federal paraestatal respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado preste de manera exclusiva y a los contratos que los particulares puedan celebrar con el mismo.

Excluye de manera total y expresa del ámbito de su aplicación las materias de carácter fiscal, responsabilidades de los servidores públicos, justicia agraria y laboral y, las del Ministerio Público en ejercicio de sus funciones constitucionales.

Por último, excluye de manera parcial su aplicación a las materias de competencia económica, prácticas desleales de comercio internacional y financiera, en las que determina que sólo se aplicará el Título Tercero A, el cual se denomina: «TITULO TERCERO A, De la mejora regulatoria».

Por lo tanto, las reglas generales para la imposición de sanciones por infracción a una ley administrativa, se encuentran contempladas en los arts. del 70 al 80 de la LFPA y no son aplicables en las materias de carácter fiscal, responsabilidades de los servidores públicos, justicia agraria y laboral, las del Ministerio Público en ejercicio de sus funciones constitucionales, competencia económica, prácticas desleales de comercio internacional y financiera.

No obstante que la LFPA contiene un apartado especial para regular este procedimiento, es necesario extraer este sumarísimo procedimiento y elaborar un ordenamiento especial con este apartado de normas procesales sancionadoras a manera de un Código único de procedimientos sancionadores de carácter administrativo que pueda ser aplicado en todas las materias y exista unicidad jurídica.

La obligación constitucional de respetar el derecho de seguridad jurídica, implica entre otras obligaciones que el sistema jurídico se integre con normas claras y sencillas, sin que exista una multiplicidad de leyes que regulen el mismo hecho, lo que provoca un sistema complejo como en el caso de la materia administrativa sancionatoria.

Es necesario que exista una regulación sancionadora de tipo común y genérica, aplicable en todos los sectores de la Administración y en cualquier nivel de gobierno. (77) 

La existencia de un procedimiento único de sanción, debe considerar las necesidades de cada uno de los sectores de la Administración, los que el legislador federal deberá tomar en consideración para emitir una norma que pueda ser aplicada en cualquier materia de la Administración.

Sin que las particularidades de cada materia en las que se divide la Administración, sea un obstáculo porque todo procedimiento general o especial —sancionador—, debe ajustarse en su tramitación, a las reglas generales que señala la Constitución, por lo tanto, es claro que puede existir un Código único que regule debidamente sólo un procedimiento administrativo de sanción.

5.  Competencia sancionadora

La competencia es el poder atribuido a un órgano del Estado, para actuar, decidir o ejecutar.

Para Rafael Bielsa la «…competencia es una atribución limitada por el lugar, la materia, la instancia o grado, dentro de una jurisdicción…». (78) 

La competencia es la titularidad que detenta la Administración para ejercer la potestad sancionadora del Estado, distribuida en diversos órganos administrativos y sectores de acuerdo a la materia y al nivel de gobierno, determinado por la CPEUM.

La competencia sancionadora de la Administración se encuentra en los arts. 21, 73, fr. XXI, inciso b) y 89, fr. I de la CPEUM y es regulada en las leyes secundarias que facultan a determinadas entidades, dependencias y órganos públicos para ejercerla, lo que implica un régimen jurídico especial, materias o sectores, órganos facultados y procedimientos específicos para llevar a cabo esta función.

Se requiere de un ordenamiento jurídico que establezca una reserva de competencia en el que se determine la facultad del órgano, la materia y el procedimiento aplicable, lo que únicamente puede ser abordado desde la CPEUM y hacia las normas con rango de ley, como puede ser una ley formal, ley secundaria, leyes orgánicas, un decreto legislativo, o un decreto ley, las que podrán determinar a qué órganos y actos le serán aplicables sus disposiciones.

Lo anterior, no puede ser relevado por un reglamento, su posición en la jerarquía normativa lo coloca en un plano secundario o de subordinación ante la ley, únicamente puede establecer la forma en que la Administración instrumenta el procedimiento para llevar a cabo esta función.

La competencia legal de los órganos públicos para ejercer la potestad sancionadora de la Administración se encuentra establecida en la CPEUM, las leyes de la materia y las leyes orgánicas de la función pública de acuerdo al nivel de gobierno de que se trate, armonizadas de tal forma que funcionen como marco jurídico competencial, aplicable a los órganos con facultades de naturaleza sancionadora, lo que ayuda a regular su actuación y a garantizar el debido proceso.

Los arts. 21, 73, fr. XXI, inciso b) y 89, fr. I de la CPEUM establecen lo siguiente:


«Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta función.

El ejercicio de la acción penal ante los Tribunales corresponde al Ministerio Público. La ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial.

La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial.

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará está por el arresto correspondiente que, no excederá en ningún caso de treinta y seis horas.

Si el infractor de los reglamentos gubernativos y de policía fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de un día.

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa que se imponga por infracción de los reglamentos gubernativos y de policía, no excederá del equivalente a un día de su ingreso.

El Ministerio Público podrá considerar criterios de oportunidad para el ejercicio de la acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley.

El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.

La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución.».

«Artículo 73. El Congreso tiene facultad…

XXI. Para expedir…

b) La legislación que establezca los delitos y las faltas contra la Federación y las penas y sanciones que por ellos deban imponerse; así como legislar en materia de delincuencia organizada…».

«Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes:

I. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia…».



Del contenido de los arts. 21, 73, fr. XXI, inciso b) y 89, fr. I de la CPEUM, se desprende que la facultad de sanción, es única, es de rango constitucional y, para su debido ejercicio se divide en los Tribunales y en la autoridad administrativa.

Las autoridades administrativas sólo están facultadas expresamente para imponer multas, arrestos y trabajo en beneficio de la comunidad, por infracciones a los reglamentos gubernativos y de policía y para imponer las sanciones señaladas en las leyes federales administrativas expedidas por el Congreso General.

Los arts. 21 y 89, fr. I de la CPEUM, restringen la facultad de la autoridad administrativa para imponer sanciones por faltas a los reglamentos gubernativos y de policía, ordenamientos que el titular de la función Ejecutiva puede emitir a través de su facultad reglamentaria, la que es una atribución legislativa autónoma, esta facultad se le atribuyó debido a la gran extensión de la materia administrativa, donde difícilmente el legislador podría prever todas las eventualidades que requieren ser sancionadas. (79) 

La facultad reglamentaria de la función Ejecutiva, es una excepción al principio de reserva de ley, porque cuando habla de sanciones —multa, arresto hasta por treinta y seis horas o trabajo a favor de la comunidad—, hace una remisión y autorización expresa para que éstas puedan estar previstas en reglamentos gubernativos y de policía, por lo tanto, existe una cláusula habilitante que permite a los Gobernadores y al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México establecer las disposiciones reglamentarias donde se prevean las sanciones señaladas, de manera autónoma, sin necesidad de atender el principio de subordinación jerárquica que sólo se actualizaría si fuese exigible el de reserva de ley, el cual no opera cuando existe autorización constitucional. (80) 

Corresponde al Ejecutivo determinar la infracción a reglamentos gubernativos, así como la sanción correspondiente, en términos de los arts. 21 y 89, fr. I de la CPEUM, es decir, cuenta con la facultad de libertad configurativa para establecer el contenido de los reglamentos, en ellos se consigna el «…castigo de las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía...», en donde el término castigo comprende tanto la fijación en el precepto legal de la sanción como su imposición en cada caso concreto. (81) 

Por lo tanto, las sanciones que se encuentren en reglamentos gubernativos o de policía, sólo podrán consistir en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o trabajo a favor de la comunidad, en términos del art. 21 de la CPEUM. Siendo competencia exclusiva de la autoridad administrativa permutar la sanción de la multa por el arresto respectivo.

Sin que sean las únicas sanciones que puede imponer la Administración, porque cuando imponga sanciones con fundamento en la ley y por infracciones a ésta, debe imponer la sanción que el legislador federal estableció, siendo válida la imposición de diversos correctivos como puede ser la clausura, la suspensión, el decomiso, el embargo, entre otros.

6.  Ejercicio de la potestad sancionadora de la autoridad administrativa

El ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración encuentra su fundamento en diversos artículos de rango constitucional que facultan a los órganos de la Administración para ejercer esa función.

Para el ejercicio de la potestad sancionadora se requiere de la tramitación de un procedimiento especial de carácter sancionatorio que cumpla con las formalidades esenciales del procedimiento conforme a las leyes aplicables al caso concreto, para que el particular tenga la oportunidad de ejercer su derecho de defensa ante la autoridad competente establecida previamente a la imposición de las sanciones correspondientes.

Previo al acto de molestia, la autoridad competente en virtud de mandamiento escrito, deberá fundar y motivar la causa legal del procedimiento que insta, expresando los fundamentos de derecho y los motivos de hecho que motivaron el ejercicio de sus facultades de comprobación, las cuales estarán sujetas a las leyes respectivas y formalidades, para que su ejercicio no constituya un procedimiento arbitrario y contrario a los requisitos que exigen los arts. 14 y 16 de la CPEUM.

Para la validez del acto es necesario una reserva de competencia para la autoridad, la cual está prevista en el art. 21 de la CPEUM, el que señala de manera sustancial que compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las faltas cometidas en contravención de los reglamentos gubernativos y de policía; las sanciones consistirán en multa, arresto por treinta y seis horas o trabajo a favor de la comunidad, siempre que la responsabilidad del infractor se encuentre acreditada y las sanciones se encuentren señaladas previamente en un ordenamiento jurídico.

Se requiere de órganos públicos habilitados legalmente adscritos a la Administración para llevar a cabo esta función representada por los funcionarios públicos que ejercen empleo, cargo o comisión dentro de esta misma que es encabezada por la función Ejecutiva.

El art. 89, fr. I de la CPEUM, establece las facultades y obligaciones de la función Ejecutiva, entre las que destaca la promulgación y ejecución de las leyes que emanen del Congreso de la Unión, proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia mediante el medio coactivo que tengan a su disposición, con el fin de resguardar el orden público y mantener el Estado de derecho.

La función Administrativa, según el orden de gobierno de que se trate, tendrá otros ordenamientos de carácter secundario que determinan el ámbito material, así como, la forma y los términos a los que deberá sujetarse el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración.

El ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración, también implica el establecimiento de las sanciones correspondientes y las hipótesis normativas consideradas como infracciones, es pertinente citar el art. 73, fr. XXI de la CPEUM que faculta al Congreso de la Unión para legislar en materia de delitos y las faltas contra la Federación, así como determinar las penas y sanciones administrativas correspondientes.

Constituye un límite para la Administración porque su ejercicio sancionador es delimitado por la CPEUM y por la función Legislativa, al contar con la facultad de expedir las leyes administrativas en las que se tipifiquen las conductas ilícitas y se establezcan las sanciones aplicables a los sujetos responsables; el hecho que sea la función Legislativa la que determine infracciones y sanciones no es desproporcionado porque en el ejercicio del poder público deben existir límites y contrapesos.

El ejercicio de la facultad sancionatoria de la Administración se garantiza mediante un esquema de responsabilidades para los servidores públicos, por el que se impongan las medidas disciplinarias correspondientes en caso de incumplimiento de las funciones y facultades derivadas del ejercicio de su empleo, cargo o comisión.

De acuerdo a lo previsto en el Título Cuarto, arts. 108 al 114 de la CPEUM, se establece un sistema de responsabilidades de orden administrativo, civil, penal y político, con procedimientos autónomos, al que estarán sujetos los servidores públicos, en caso de que incurran en actos u omisiones en el desempeño de sus funciones que constituyan una afectación a los intereses del Estado, derivado de la falta a los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia durante el desempeño del empleo, cargo o comisión.

Este régimen de responsabilidades es vigilado e instrumentado por diversas autoridades que actúan como órganos jurisdiccionales y administrativos con funciones de vigilancia, auditoría, fiscalización, contraloría y punitivos.

6.1.  Requisitos legales de los órganos que la ejercen

En el ejercicio de la facultad de sanción la autoridad competente debe cumplir con los requisitos legales previstos en los arts. 14 y 16 de la CPEUM, (82)  con el objeto de que su actuación esté apegada a Derecho y sus actos sean válidos, eficaces y produzcan los efectos jurídicos pretendidos.

El primer requisito legal es que, los actos que se ejecuten en ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración, sean emitidos por autoridad competente, es decir, aquella que esté facultada legalmente para emitir el acto de que se trate; la autoridad competente deberá ser un órgano de carácter administrativo que revista la titularidad de los intereses afectados o que cuente con la capacidad legal para exigir el ejercicio de las facultades de comprobación y de sanción.

Para mejor referencia es oportuno precisar el contenido de la jurisprudencia emitida y aprobada por el Pleno de la SCJN, cuyo rubro precisa lo siguiente:

«COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria». (83) 


Todos los actos que emita la autoridad administrativa en el ámbito de su competencia y con motivo de su facultad sancionadora, deben revestir las formalidades que la ley establece, los cuales se relacionan con los elementos de forma que todo acto de autoridad debe contener, no podrán ser menores ni mayores a los que establecen la ley aplicable, porque su omisión afectaría la legalidad y validez de sus actuaciones.

El segundo requisito legal es que en los actos de molestia, se expresen los fundamentos de derecho y motivos que originan la causa legal de su procedimiento, esta doble exigencia reviste la obligación de la autoridad para manifestar en su mandamiento escrito, los preceptos normativos y circunstancias que dieron lugar a su actuación, lo que implica una adecuación de la norma jurídica y los hechos de que se trate a fin de que la actuación de la autoridad esté justificada y encuentre sustento en el ordenamiento jurídico, sólo podrá llevar a cabo lo que la norma le faculte a realizar.

Para mejor referencia es oportuno precisar el contenido de la jurisprudencia emitida por el PJF, cuyo rubro precisa lo siguiente:

«FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a) Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b) Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado». (84) 


La autoridad deberá satisfacer un tercer requisito, el cual consiste en que, para imponer una sanción a una persona física o jurídica, está obligada a desahogar el procedimiento correspondiente bajo los principios, garantías y derechos que la norma jurídica prevé para tal efecto, con el fin de asegurar un resultado imparcial y equitativo al responsable, donde se le otorgue la oportunidad de ejercitar su derecho de audiencia y todas las garantías que lo componen.

La garantía de audiencia establecida en el art. 14 de la CPEUM consiste en otorgar al probable infractor, la oportunidad de defensa, previo a la imposición de una sanción, su cumplimiento obliga a las autoridades el respeto de las formalidades esenciales del procedimiento: a) la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; b) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; c) la oportunidad de alegar; d) el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas; y e) la posibilidad de impugnar dicha resolución.

Para mejor referencia es oportuno precisar el contenido de la jurisprudencia emitida y aprobada por la Primera Sala de la SCJN, cuyo rubro precisa lo siguiente:

«DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CONTENIDO. Dentro de las garantías del debido proceso existe un "núcleo duro", que debe observarse inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, mientras que existe otro núcleo de garantías que resultan aplicables en los procesos que impliquen un ejercicio de la potestad punitiva del Estado. En cuanto al "núcleo duro", las garantías del debido proceso que aplican a cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional son las que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades esenciales del procedimiento, cuyo conjunto integra la "garantía de audiencia"; las cuales permiten que los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica en forma definitiva. Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia P./J. 47/95, de rubro: "FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO", sostuvo que las formalidades esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del inicio del procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y (iv) una resolución que dirima las cuestiones debatidas y cuya impugnación ha sido considerada por esta Primera Sala como parte de esta formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es comúnmente identificado con el elenco mínimo de garantías que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las garantías con la materia específica del asunto. Así, dentro de esta categoría de garantías del debido proceso se identifican dos especies: la primera, corresponde a todas las personas independientemente de su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a contar con un abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer la causa del procedimiento sancionatorio; la segunda, resulta de la combinación del elenco mínimo de garantías con el derecho de igualdad ante la ley, y protege a aquellas personas que pueden encontrarse en una situación de desventaja frente al ordenamiento jurídico, por pertenecer a algún grupo vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación y asistencia consular, el derecho a contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y niños a que su detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y tutela, entre otras de la misma naturaleza». (85) 


Como cuarto requisito tenemos que, la autoridad para imponer las sanciones que correspondan, está obligada a acreditar la probable responsabilidad del individuo, así como, la falta a la ley administrativa con todos sus elementos constitutivos, basado en el principio de la carga de la prueba, corresponde a la autoridad proponer, desahogar y acreditar las conductas imputadas, mediante las pruebas contempladas en la ley de la materia, pero en caso de que no sean demostrados deberá absolver al probable responsable del procedimiento.

Finalmente, como quinto requisito legal, la autoridad tiene prohibido imponer una sanción que no se encuentre decretada previamente en la ley o que no sea aplicable exactamente a la falta de que se trate, lo que constituye el reconocimiento de la garantía de legalidad y de exacta aplicación de la ley, lo que implica que la ley de la materia contenga conceptos claros y precisos de las sanciones y de las infracciones —conductas descritas como típicas y sus elementos— y, las características, condiciones, términos y plazos aplicables a los procedimientos de sanción, a fin de evitar una disminución de las garantías de defensa y de legalidad del probable responsable.

Para mejor referencia es oportuno precisar el contenido de la tesis aislada emitida por el PJF, cuyo rubro precisa lo siguiente:

«RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA EN EL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA RIGE CON EL MISMO ALCANCE QUE EN EL DERECHO PENAL. La tesis VII/2008 sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA", establece, en la parte conducente, que la naturaleza del procedimiento administrativo de responsabilidad, al que por ser parte del derecho administrativo sancionador y constituir una manifestación de la potestad sancionadora del Estado, le son aplicables los principios del derecho penal que este último ha desarrollado. Uno de esos principios es el de congruencia, que en materia de responsabilidad administrativa de los servidores públicos obliga a la autoridad responsable, al momento en que emite la resolución respectiva, a efectuar las consideraciones pertinentes que funden su actuar en forma armónica, es decir, congruente, de acuerdo con los hechos constitutivos de la infracción administrativa que haya tenido por probados, en relación con la sanción administrativa precisa a la que el servidor público se haya hecho merecedor, en estricto apego a los principios que rigen el derecho administrativo sancionador, referentes a la gravedad de la conducta y de la correspondiente sanción aplicable, pues cualquier desviación al respecto no puede estimarse un simple error intrascendente, como cuando la fracción del precepto legal invocado no guarda congruencia con la sanción impuesta, sino que ello tiene una relevancia innegable, ya que trasciende a la correcta fundamentación y motivación para imponer, según corresponda, la sanción a un servidor público, en virtud de que la aplicación de la ley en tratándose del derecho administrativo sancionador debe ser exacta y no imprecisa, con el mismo alcance que tiene en el derecho penal, de acuerdo con la responsabilidad por incumplimiento de obligaciones en la que haya incurrido el funcionario público de que se trate, en relación con la exacta sanción que le resulte aplicable, en estricto respeto al principio de congruencia que rige en esta materia». (86) 


Todos los requisitos señalados deberán ser cumplimentados en conjunto por los órganos que ejerzan la potestad sancionadora de la Administración, agotados en su totalidad y no discrecionalmente, lo que constituye el soporte formal y la condición de validez de sus actos.

6.2.  Distribución de competencias

El Federalismo como doctrina política fundamental de la CPEUM, además de establecer la forma de gobierno, determina el sistema de distribución de competencias del poder público; de manera general, la competencia es la distribución de funciones entre los niveles de gobierno, lo que establece el ámbito espacial y material de los entes públicos del Estado, es decir, donde tienen facultad para ejercer las funciones conferidas por la ley. (87) 

La doctrina define el concepto de distribución de competencias, como el número variado de posibilidades de actuación atribuidas a un órgano de modo específico por la ley, comprende un régimen de facultades y atribuciones para su ejercicio.

Del régimen federal se desprende un esquema de facultades dirigidas a la Federación, a las Entidades Federativas y a los Municipios, la doctrina las clasifica en siete clases: a) facultades expresas, encomendadas por la CPEUM a un órgano público en particular; b) facultades implícitas, aquellas que el poder legislativo federal se concede a sí mismo, o bien, a los otros poderes para ejercer sus facultades explicitas; c) facultades exclusivas, son aquellas que se atribuyen a un determinado órgano de gobierno y no pueden ser compartidas con algún otro órgano; d) facultades concurrentes, son aquellas que corresponden a la Federación, pero pueden ser asumidas por las entidades federativas en virtud de que aquella no las ejerce, pero son necesarias para la localidad; e) facultades coincidentes, en las que la Federación y los Estados comparten simultáneamente y sobre la misma materia; f) facultades residuales, son aquellas que por exclusión de la Federación, están reservadas para las entidades federativas; y g) las facultades de auxilio, en las que un orden de gobierno, actúa en ayuda de la autoridad competente, aun sin encontrarse facultado para ello. (88) 

La distribución de competencias se encuentra regulada en la CPEUM a través del otorgamiento de facultades a los órganos, entidades o dependencias de la Administración de cualquier nivel de gobierno, es decir, de la Federación, de los Estados, de la Ciudad de México, los Municipios y de las Alcaldías.

La distribución de competencias otorga a las autoridades la capacidad legal para ejercer las atribuciones que expresamente le han sido conferidas por la norma habilitando de forma especial a determinados órganos, para llevar a cabo de forma justificada las funciones expresamente señaladas por los ordenamientos jurídicos, también, les proporciona los medios legales para ejercer su función, es decir, los dota de los procedimientos legales necesarios para ejecutar sus atribuciones, de acuerdo al orden de gobierno de que se trate.

Los órganos de la Administración serán competentes para imponer las sanciones que correspondan por las infracciones en contra de las leyes administrativas, mediante la tramitación de un procedimiento administrativo sancionador, bajo la forma y términos contemplados en la ley de la materia.

6.3.  Imparcialidad de los órganos

La potestad sancionadora es ejercida por órganos de naturaleza administrativa, mediante la tramitación del procedimiento que de forma imparcial lo conocerá y resolverá, actuará como juez y parte en el mismo.

La relación jurídica que se origina en este procedimiento, es un encuentro directo con la autoridad administrativa, en la que no interviene un tercero, como en el caso de los Tribunales, donde la relación jurídica es tripartita, intervienen las partes y el juez; en cambio, en el procedimiento administrativo sancionador la relación es entre la autoridad administrativa y el probable responsable.

La autoridad administrativa que tramita el procedimiento debe conducirse con imparcialidad y objetividad, no obstante que tenga un doble carácter, el de juez y parte; el procedimiento administrativo de sanción es iniciado, tramitado y resuelto por la misma autoridad administrativa.

Los teóricos explican que el principio de imparcialidad es inoperante en el procedimiento administrativo sancionador, manifiestan que no es posible su cumplimiento por los órganos de la Administración porque la autoridad que inicia el procedimiento es la misma que lo resuelve.

Argumentan que, el juez predeterminado por la ley, es una garantía exclusiva del orden penal, no aplica en el Derecho Administrativo Sancionador, aun cuando estas garantías deben trasladarse de manera prudente a la materia administrativa, por lo tanto, este principio no es aplicable al procedimiento administrativo de sanción, (89)  al no haber distinción entre la parte acusadora y la que resuelve.

Los autores expresan que resulta complicado entender la imparcialidad de la autoridad en el procedimiento administrativo sancionador, el fenómeno al ser visto a contra luz resulta ser un absurdo por las condiciones en las que se ejerce la potestad sancionadora de la Administración, debido a que puede constituir ciertas disfunciones y arbitrariedades, contrario de lo que ocurre en el ámbito judicial donde un tercero independiente a las partes, conduce el procedimiento conforme (90)  a los principios de independencia, imparcialidad y objetividad.

La CPEUM reconoce diversos principios que rigen el ejercicio del servicio público, por lo tanto, la autoridad administrativa en el ejercicio de su facultad sancionadora debe actuar bajo los principios de imparcialidad y objetividad.

6.4.  Legitimación para exigir el ejercicio de la potestad sancionadora

Para ejercitar el «ius puniendi» del Estado, es necesario que exista un motivo que justifique esta actuación, ya sea a instancia de parte o de oficio, bajo el principio de oportunidad, o bien, a petición de parte, es decir, mediante una denuncia que dé inicio a la facultad de investigación de la autoridad, para estar en condiciones de revisar la situación legal en que se encuentra el particular frente a la norma.

En ambos casos, quien tiene la capacidad o legitimidad para reclamar el ejercicio de la función punitiva, es el funcionario al que se le ha encargado la observancia de la norma y la protección a los bienes jurídicos que proteja la ley.

El procedimiento sancionador puede iniciarse de oficio de acuerdo a las facultades que la ley de la materia le atribuye a la autoridad competente, una vez iniciada su facultad de verificación o investigación y en el caso que se tengan indicios de alguna falta, está obligada a ejecutar los actos necesarios para sancionar el evento, ejercitando su facultad sancionadora, en estos casos será la Administración el titular de derechos e intereses y el órgano legitimado para ejercer el «ius puniendi» del Estado.

La doctrina explica que, a través de una denuncia, también puede ser iniciado un procedimiento de sanción, esta actuación pone del conocimiento a la autoridad administrativa de un hecho que posiblemente constituya un ilícito para los ordenamientos administrativos; la autoridad podrá iniciar su facultad de verificación o de investigación, e incoar el procedimiento correspondiente, el denunciante tendrá el carácter de interesado y actuará con el carácter de titular de los derechos e intereses legítimos afectados, considerando que la resolución que se dicte podrá incidir de forma directa en los intereses que controvierte.

No es posible soslayar su carácter de simple denunciante, o denegar su legitimación en el procedimiento, este carácter le otorga la posibilidad de intervenir en el mismo ya sea presentando y desahogando los medios de prueba que estime convenientes o realizando los alegatos que a su consideración contribuyan a su defensa, o bien, interponiendo los recursos que la ley de la materia admita para tal efecto y por los cuales exista la posibilidad de modificar en su beneficio la condición jurídica.

El sujeto legitimado para exigir el ejercicio de la potestad sancionadora será aquél que sus intereses legítimos se vean afectados de forma personal y directa, por causa de la infracción a las leyes administrativas; al defender sus intereses, adquirirá la condición de titular de los derechos legítimos afectados, lo que podrá hacer valer en el procedimiento sancionador que se tramite, porque la resolución dictada en el procedimiento, podrá afectar la esfera de derechos que busca defender. (91) 

7.  Metodología para la traslación de principios y garantías del Derecho Penal al Derecho Administrativo Sancionador

Los principios contenidos y desarrollados por el Derecho Penal le son aplicables «mutatis mutandis» al Derecho Administrativo Sancionador, al ser ambas manifestaciones del «ius puniendi» estatal; pero no pueden trasladarse de manera indiscriminada, porque la aplicación de dichos principios y garantías al procedimiento administrativo sancionador sólo es posible en la medida en que resulten compatibles con su naturaleza, por esa razón, es importante contar con una metodología para determinar la pertinencia y compatibilidad de la traslación.

Para determinar si es procedente la traslación de un principio o una garantía del Derecho Penal al Derecho Administrativo Sancionador, es necesario contar con una metodología integrada por varias premisas: a) determinar si el principio o garantía regula efectivamente la materia penal y si le es propia; b) precisar el contenido del principio o garantía penal y su modo de aplicarse e interpretarse en el derecho penal; c) determinar si el principio o garantía en cuestión es compatible con el derecho administrativo sancionador; d) armonizar el principio o garantía invocado en sede judicial para poder trasladarlo al procedimiento administrativo sancionador; y e) hacer un estudio de si la aplicación del principio o garantía hace nugatorio un principio o garantía propia del Derecho Administrativo Sancionador, en caso de hacerlo se podrá hacer una interpretación conforme a la amplitud del ejercicio de un derecho humano y si es mayor en la materia penal, será aplicable en el procedimiento administrativo sancionador.

8.  Potestad sancionadora en la legislación comparada

La experiencia internacional de la facultad sancionadora de la Administración muestra que el ejercicio ha transitado de forma distinta según el sistema jurídico de que se trate, lo que ayuda a optimizar la práctica procesal en otros sistemas jurídicos siendo oportuno revisar en breve como se presenta esta institución en el derecho internacional.

8.1.  España

La evolución y construcción del «ius puniendi» del Estado Español, sirvió como ejemplo a seguir en Chile, Colombia, Perú y México, porque los estudios realizados por sus doctrinarios, la práctica procesal en la materia, el reconocimiento de la Constitución Española de esta función y las diversas sentencias y jurisprudencias dictadas por el Tribunal Constitucional, han servido para que esta institución se sistematice.

Se trata de una función estatal que deviene de la Constitución Española de 1978, regulada en su art. 25 dentro del catálogo de derechos y libertades de los ciudadanos españoles, señalando: «…Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento…», el artículo al ser armonizado con los numerales 45, apartado 3 y 105 del mismo ordenamiento, constitucionalizan y articulan la facultad punitiva del Estado, la que en el período del Franquismo se ejercía dentro de un régimen preventivo y de policía, en otros casos se aplicaba de forma represiva con el fin de dispersar y castigar aquellos grupos detractores del régimen.


«Artículo 45…

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado».

«Artículo 105.

La ley regulará:

a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado». (92) 



La doctrina explica que a partir de su reconocimiento en la Constitución Española, el régimen procedimental se ha visto beneficiado bajo un esquema garantista, donde el principio de legalidad se aplica con rigor y con la matización prudente de los principios del orden penal, (93)  ordenada por el Tribunal Constitucional Español a través de diversos precedentes, lo que sin duda ha favorecido al régimen jurídico de la potestad sancionadora de la Administración consolidándola y estructurándola de tal forma que ha servido de inspiración para los sistemas jurídicos en otros países. (94) 

8.2.  Chile

En Chile la cuestión gira en torno al ejercicio de la potestad sancionadora del Estado, más que en su fundamento y legitimidad, porque no se encuentra reconocida por la Constitución, sin embargo, su ejercicio se funda en principios, garantías y leyes especiales que han determinado su marco jurídico aplicable.

Se ha denunciado la despreocupación del Constituyente para establecer su reconocimiento en la Constitución, su regulación se encuentra dispersa en leyes especiales, en la aplicación de los principios del orden penal como regla general y en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Chileno, el cual basa sus resoluciones, en algunos casos, en criterios similares emitidos por su homólogo español.

La aplicación de los principios del orden penal, es fuente para el marco jurídico de la facultad sancionadora, queda claro que su adopción al régimen administrativo sancionador, es fundamento de derecho para la aplicación de sanciones en ese ramo, porque su Tribunal Constitucional ha establecido precedentes en los cuales reconoce que la traslación de los principios y garantías del orden penal a la materia administrativa es fundamental para el ejercicio del «ius puniendi» del Estado, siempre que se realice con matices, considerando los principios que la Constitución prevé, de lo que se desprende la falta de un régimen especial para el Derecho Administrativo Sancionador.

Otra complejidad que enfrenta el caso chileno es la cuestión relativa a la constitucionalidad del «ius puniendi» del Estado, lo que implica un conflicto de compatibilidad entre la Constitución General y la ley que establece el ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración, en este caso, el Tribunal Constitucional Chileno no cuestiona la constitucionalidad de las sanciones administrativas, porque de facto la da por establecida. (95) 

A fin de subsanar las lagunas legales de su sistema jurídico, se ha reconocido como normas constitucionales para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Administración el uso de los principios del orden penal señalados en la Constitución, las leyes especiales, la doctrina y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. (96) 

El reconocimiento del «ius puniendi» del Estado por la Constitución, representa un problema, el que se ha tratado de solventar a través de las fuentes citadas en las que los operadores jurídicos han fundado sus determinaciones bajo una técnica argumentativa, lo que es insuficiente porque el problema de validez es por la falta de fundamento constitucional y por los medios utilizados para justificar su ejercicio. (97) 

Siendo el principal problema de la facultad sancionadora de la Administración, su legitimidad, la cual no puede sustentarse en la norma secundaria.

8.3.  Colombia

El esquema jurídico para su sistema represivo, se debe a los precedentes asentados en la jurisprudencia emitida por su Corte Constitucional, lo que ha ayudado a establecer un marco normativo específico para el ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración.

La Corte Constitucional de Colombia en los últimos años se ha preocupado por definir el régimen jurídico de la facultad sancionadora de la Administración, mediante un trabajo interpretativo de los arts. 1, 2, 4 y 16 de su Constitución (98)  y del análisis de los principios que regulan el ejercicio de esta actividad; en la actualidad las acciones que emprende la Administración deben encontrarse precisadas en la norma, derivado de la corriente legalista que busca asentarse en este sistema jurídico.

Anteriormente, el sistema de imposición de sanciones administrativas carecía de regulación y de órganos competentes para su funcionamiento, lo cual evidentemente lo llevó al fracaso, por lo tanto, se consideró la necesidad de otorgar a la Administración un esquema amplio de facultades para optimizar la inspección, vigilancia e imposición de sanciones, a través de una estructura de autoridades administrativas encargadas de funciones específicas y coordinadas para resguardar y mantener el orden público, así como de un esquema normativo para esta función en vías de desarrollo.

Se consideró necesario que la actuación de la Administración, estuviera sujeta en general al respeto y reconocimiento de los derechos humanos, tras la inminente atomización garantista que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha realizado en su jurisdicción, por lo que, el abundante marco de facultades de la Administración además de maximizar su regulación, se ha sometido a un esquema de protección de los derechos humanos para el establecimiento de las figuras y principios que la regulan.

Lo anterior, guarda relación con las fuentes de derecho que se reconocen para el ejercicio de la función punitiva tanto en Colombia como en Chile, la traslación matizada de los principios procesales, garantías y derechos del orden penal al Derecho Administrativo Sancionador, tomando como referencia el caso español, (99)  reconocido en algunos precedentes de su Corte Constitucional, ante la ausencia de un marco jurídico específico, para la función sancionadora de la Administración; los juristas han reconocido que la facultad sancionatoria de la Administración no cuenta con una base constitucional, por lo tanto, es imposible desarrollar su régimen jurídico.

Pese a la omisión señalada, los operadores jurídicos han tratado de justificar este ejercicio mediante la armonización de diversos artículos constitucionales, lo que ha motivado el incremento de las funciones de la Administración, por la transición actual a un Estado Social de Derecho.

En Colombia, se consideró que la función de la Administración debe reestructurarse y fortalecerse en facultades para lograr sus fines, siendo necesario replantear el ejercicio del «ius puniendi» del Estado (100)  y esquematizar jurídicamente el régimen de actuación de la Administración Pública, lo que ha dado como resultado la pluralidad de procedimientos sancionatorios administrativos. (101) 

En la actualidad existe preocupación en la forma de regular la función sancionadora de la Administración debido al crecimiento de la función Administrativa y la inclusión en el sistema jurídico de diversos derechos fundamentales y garantías de las personas. (102) 

8.4.  Perú

En Perú se reconoce la función sancionadora de la Administración, sin importar que su Constitución no la reconozca de manera expresa, esta facultad se encuentra dispersa en el texto constitucional bajo las instituciones del orden público, del control social y de la satisfacción del interés general; los que justifican la necesidad de que la Administración gestione los asuntos públicos y realice los actos necesarios para el cumplimiento de sus determinaciones.

Esa función se justifica bajo la premisa de que la potestad sancionadora de la Administración deviene de las competencias y atribuciones que se le han otorgado para el cumplimiento de sus fines, porque al gozar de la capacidad para realizar determinadas funciones, también debe poseer una función de naturaleza correctiva para exigir su cumplimiento, es decir, contar con un poder coercitivo, para hacer cumplir los ordenamientos jurídicos, lo que evidentemente requiere de estar regulado, en algún cuerpo normativo de derecho público.

En el caso peruano, se considera la urgencia de que su Constitución reconozca de manera expresa la facultad de sanción de la Administración Pública y contar con un ordenamiento jurídico de carácter general que regule específicamente la facultad sancionadora de la Administración mediante principios comunes para toda su estructura, lo que coincide con el caso chileno, la diversidad de leyes, afectan la seguridad jurídica de los particulares en ambos países.

A pesar de la carencia de un marco legislativo apropiado y de precedentes jurisprudenciales orientadores, la Administración trata de ajustarse a los ordenamientos jurídicos vigentes y a los principios comunes de todos los procedimientos que provienen en su mayoría del Derecho Penal más que del orden administrativo, (103)  en Perú también se reconoce la influencia española de la teoría del «ius puniendi» del Estado y la traslación de los principios del Derecho Penal de forma matizada al Derecho Administrativo Sancionador, lo que su propio Tribunal Constitucional ha reconocido señalando que no existe diferencia entre las sanciones de estos dos órdenes, porque la función punitiva del Estado, es una, por lo tanto, se constriñen a un mismo esquema de principios.

Los distintos procedimientos sancionadores se desahogan con base en la ley de la materia y con el auxilio de la ley que rige al procedimiento administrativo, lo que coincide con México, por cuanto hace a las reglas comunes del procedimiento sancionador, ese ordenamiento jurídico prevé una serie de principios, competencias, condiciones, reglas y normas para que la Administración Pública se encuentre en aptitud de ejercitar la función punitiva, de tal forma que no constituya una transgresión al Estado de derecho y a la esfera jurídica de los particulares.

Destaca de la experiencia peruana que pese a la falta del reconocimiento de la facultad sancionatoria de la Administración por la Constitución, esto no ha sido un obstáculo para su ejercicio, porque se funda en el derecho positivo vigente compuesto por un amplio número de cuerpos normativos específicos para cada sector de naturaleza administrativa, con auxilio de otras leyes aplicables a la materia, (104)  sin embargo, no deja de ser criticable su legitimidad y efectividad jurídica porque las sanciones que impone son impugnadas ante la falta de una base constitucional. (105) 

Con el trabajo de Derecho comparado entre otros casos de México, Colombia, Chile y Perú, se plantea un esquema general del ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración Pública, concluyendo que han seguido el camino trazado por el Derecho Español, por la razón del desarrollo de su doctrina y por los criterios emitidos por su Tribunal Constitucional los que han sentado las bases teóricas y prácticas del «ius puniendi» del Estado; conocimiento que ha servido para dar una justificación a la potestad sancionadora de la Administración que como ya se expuso, se origina en la Constitución sin embargo, para la doctrina es necesario encontrar su justificación partiendo del estudio de la unidad superior del «ius puniendi» del Estado.

En los casos expuestos se encuentran diversos aspectos coincidentes entre los que podemos citar la traslación de los principios del orden penal al Derecho Administrativo, destacando dos cuestiones importantes: a) que se aceptan los criterios jurisprudenciales emitidos por el Tribunal Constitucional Español, respecto del auxilio que el Derecho Penal presta al Derecho Administrativo, a través de la importación de sus principios y garantías por tratarse de un derecho desarrollado y por el carácter garantista que lo identifica; y b) que en los cuatro casos presentados, todos ellos se adhieren a la tesis que sustenta la identidad ontológica establecida entre los delitos y las infracciones, argumento basado en las características represivas de ambos conceptos que devienen del «ius puniendi» del Estado.

Otro rasgo coincidente que comparten los casos expuestos es el criterio de que el «ius puniendi» del Estado es un poder único y legítimo que se desdobla para su ejercicio en dos vertientes, la penal y la administrativa, la cual faculta a los Tribunales y a la Administración Pública, para imponer las sanciones correspondientes al contravenir los ordenamientos legales.

Sin embargo, no en todos los casos estudiados, la facultad sancionadora de la Administración se encuentra prevista en su Constitución, lo que no ha impedido su ejercicio, justificado en leyes secundarias.

La falta de fundamento constitucional de la facultad sancionadora de la Administración Pública, en algunos países, abre el debate constitucional de su legitimidad, debate que ha sido expuesto a los Tribunales Constitucionales de los países señalados.

El debate de constitucionalidad de la facultad sancionadora de la Administración Pública, puede observarse desde dos criterios: a) el legalista como en el caso de México; y b) la argumentativa, como en el caso de Chile. En la primera la falta de fundamento jurídico para el ejercicio de la autoridad deriva en la inconstitucionalidad del acto, en su inexistencia jurídica y en la suspensión de sus efectos.

En el caso de Chile, el uso de la técnica argumentativa que siguen los operadores jurídicos para justificar la actividad de la Administración es suficiente para fundamentar el acto de autoridad; bajo nuestra óptica se considera técnicamente imposible, en primer lugar, porque se está actuando bajo parámetros de discrecionalidad, ante la falta de fundamento constitucional para regular su actuación frente a los particulares, lo que podría llevar a la Administración al exceso, omisión o atomización de facultades; el Estado constitucional, exige un fundamento jurídico y una motivación, máxime que se trata de un procedimiento que tiene por objeto la imposición de una sanción.

El derecho internacional nos ofrece un panorama, del ejercicio de la facultad sancionadora de la Administración, donde las corrientes ideológicas y la tradición jurídica han apostado por el éxito de su ejercicio, enfrentándose a diversos problemas como la falta del reconocimiento constitucional y la falta de legislación secundaria que regule su ejercicio.

Es necesario que la Administración cumpla con sus fines, para que en la sociedad se puedan realizar todas las actividades humanas, bajo el imperio de la ley y en un ambiente de respeto, por ello, es la importancia de contar con las herramientas necesarias para hacer cumplir sus determinaciones.
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